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RESUMEN 

 

La presente investigación titulada: “Procedimiento administrativo 

disciplinario y tutela administrativa efectiva en el Hospital de Ventanilla, 2021”. 

Tiene como pregunta: ¿Cómo influye el procedimiento administrativo disciplinario 

en la tutela administrativa efectiva del descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021?; el objetivo general: Determinar la influencia del 

procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva al 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. De la misma 

manera se plantea la Hipótesis: El procedimiento administrativo disciplinario 

influye significativamente en la tutela administrativa efectiva en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

Aplicando la metodología científica, cuyo tipo de estudio es aplicada, con 

diseño explicativo, cuya población de estudio está conformado por treinta 

servidores y quince expedientes con procedimiento administrativo disciplinario del 

Hospital de Ventanilla, a los que se les aplicó el cuestionario; así mismo la muestra 

estuvo conformada por veinte servidores y ocho expedientes con procedimiento 

administrativo disciplinario del Hospital de Ventanilla la cuales fueron analizadas 

y se determinó la influencia del procedimiento administrativo disciplinario en la 

tutela administrativa efectiva al descargo que fundamenta el personal del Hospital 

de Ventanilla, al observar que ji cuadrada calculada es mayor a ji cuadrada teórica 

siendo (48,4>41,3), en conclusión, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha), demostrando que en las variables procedimiento 

administrativo disciplinario y tutela administrativa efectiva se contraviene el 

artículo 139 incisos 3 y 5 de la Constitución al emitir las resoluciones de sanción 

administrativa. 

Palabras clave: Debido proceso, tutela administrativa efectiva, 

procedimiento administrativo disciplinario, régimen de sanciones, exposición de 

argumentos y ofrecimiento de pruebas.
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ABSTRACT 

The present investigation entitled: “Disciplinary administrative procedure and 

effective administrative guardianship at the Ventanilla Hospital, 2021”. Its question 

is: How does the disciplinary administrative procedure influence the effective 

administrative guardianship of the discharge that the staff of the Ventanilla 

Hospital, 2021, bases on?; the general objective: Determine the influence of the 

disciplinary administrative procedure on the effective administrative protection of 

the discharge that the staff of the Ventanilla Hospital, 2021, bases. In the same way, 

the Hypothesis is raised: The disciplinary administrative procedure significantly 

influences the effective administrative protection in the discharge based on the staff 

of the Ventanilla Hospital, 2021. 

Applying the scientific methodology, whose type of study is applied, with 

explanatory design, whose study population is made up of thirty servers and fifteen 

files with disciplinary administrative procedure of the Ventanilla Hospital; to whom 

the questionnaire was applied, likewise the sample consisted of twenty servers and 

eight files with disciplinary administrative procedure of the Ventanilla Hospital 

which were analyzed and the influence of the disciplinary administrative procedure 

on the effective administrative protection of the discharge was determined, explains 

the staff of the Ventanilla Hospital. and the influence of the disciplinary 

administrative procedure on the effective administrative protection of the discharge 

based on the staff of the Ventanilla Hospital was determined, because calculated 

chi square is greater than theoretical chi square being (48.4>41.3), consequently, it 

is rejects the null hypothesis (Ho) and accepts the alternate hypothesis (Ha), 

demonstrating that in the variables disciplinary administrative procedure and 

effective administrative protection, article 139 subsections 3 and 5 of the 

constitution are violated in administrative sanction resolutions in the discharge 

based on the personnel of the Ventanilla Hospital, 2021. 

Keywords: Due process, effective administrative protection, disciplinary 

administrative procedure, sanctions regime, exposition of arguments and offer of 

evidence. 
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INTRODUCCIÓN 

La investigación está basada en la vulneración de derechos de los trabajadores 

de un centro salud al ser sancionados administrativamente por alguna falta leve o 

grave que supuestamente se haya cometido en el centro laboral, en la cual en 

muchos casos se contraviene la norma administrativa porque las resoluciones son 

emitidas contraviniendo el artículo 139 incisos 3) y 5) de la Constitución Política 

del Perú, vulnerándose derechos al no cumplirse con el debido proceso y tutela 

jurisdiccional efectiva.” 

En el presente estudio, cuando se refiriere a la potestad disciplinaria ejercida 

por las autoridades de la administración pública hacia los trabajadores que tengan 

un vínculo laboral con la entidad, se debe considerar los aspectos legales del 

procedimiento administrativo para no vulnerar sus derechos de los servidores/as 

públicos/as, es cierto que hay muchos trabajadores que deben ser sancionados por 

su conducta (acción u omisión), pero también no se puede sancionar a los 

trabajadores que accionan bajo las normas legales, en este caso se contraviene las 

leyes, debiendo respetar los derechos constitucionales.  

Para proteger los derechos de los trabajadores existe la institución denominada 

Servicio Nacional del Servicio Civil-SERVIR, es esta institución que ha advertido 

que los procesos administrativos son desarrollados contraviniendo los derechos de 

los servidores públicos en razón que no existe una adecuada aplicación del 

procedimiento administrativo disciplinario, por lo tanto, resuelven declarar la 

nulidad de las resoluciones, la cual es la Resolución de Sala Plena N° 001-2012-

SERVIR/TSC, en donde establecen precedentes administrativos relacionados al 

debido procedimiento cuando se disciplina a los empleados. 

La Teoría de los derechos fundamentales, según Alexy, (2007) señala: “que la 

norma que se aplica tiene una estructura que es denominada principio o regla”. (p. 

83). Así mismo manifiesta: “Se entiende que los principios deben ser aplicados de 

acuerdo a la normatividad para proteger derechos de los servidores”. Entendiéndose 

que estos principios deben ser aplicados de acuerdo a la realidad legal. “Existe una 

diferencia entre regla y principios siendo reconocida con el aspecto cualitativo”. 

(pp. 86 y 87).  

xii 
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Según los aportes de juristas y dogmáticos al manifestar el proceso 

administrativo disciplinario se entiende como una institución jurídica la cual debe 

ser aplicada al amparo de la constitución para no vulnerar derechos de los 

servidores.  

Cuando se aplica la ley se entiende que está considerada como subjetiva y 

objetiva, es necesario diferenciar estos presupuestos para ser aplicados a los 

trabajadores que prestan servicios en una entidad pública, en razón que cuando se 

va a sancionar o aplicar una sanción a un/a servidor/a público/a, la misma debe estar 

dentro los parámetros de la ley para no vulnerar sus derechos y puedan amparase a 

nivel constitucional. 

Es necesario entender que la potestad sancionadora, nace del ius puniendi del 

Estado, que es una potestad sancionadora que posee la entidad para aplicar sanción 

disciplinaria a los servidores públicos que incurran por acción u omisión en algún 

hecho que acarrea a una sanción disciplinaria, a través de un acto administrativo, 

que debe estar regulada, con el fin de proteger derechos y no vulnerar estos derechos 

ganados de los administrados, caso contrario estaríamos contraviniendo sus 

derechos en la cual en el poder judicial los procesos se convierten en una eternidad 

y la celeridad se pierde en el tiempo. 

Considerando la estructura normativa de la Universidad el estudio se divide 

en las siguientes consideraciones: 

En el Capítulo I, descripción de la realidad problemática, delimitación del 

problema, formulación del problema, problema general, problemas específicos, 

justificación social, científica, y metodológica, objetivo general y objetivo 

específico.  

En el Capítulo II, marco teórico, antecedentes de la investigación, bases 

teóricas, científicas y marco conceptual.   

En el capítulo III, hipótesis, hipótesis general, hipótesis específicas y las 

variables. 

En el capítulo IV, metodología, método de investigación, tipo de 

investigación, nivel de investigación, diseño de investigación, población y muestra, 

técnicas e instrumentos de recolección de datos, técnicas de procesamiento y 

análisis de datos y aspectos éticos de la investigación. 

xiii 
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En el Capítulo V, resultados, descripción de los resultados, contraste de 

hipótesis y discusión de resultados. 

Al final se redacta conclusiones, recomendaciones, fuentes bibliográficas 

consultadas y se adjunta anexos. 

Las autoras 
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CAPÍTULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

1.1. Descripción de la realidad problemática.  

La inclusión de los tratados de derechos humanos en la constitución y la 

interpretación relacionada del derecho administrativo sobre procedimientos 

judiciales eleva el proceso administrativo al nivel constitucional, especialmente 

cuando el derecho a una carta de ciudadanía está en los comentarios. 

Del contenido se desprende que la tutela administrativa efectiva tiene una 

estructura jurídica bastante compleja. No tenemos duda de que es una garantía 

porque contiene varios derechos para el correcto y legal desarrollo del proceso 

administrativo, pero también debe ser utilizado como principio sustantivo en el 

proceso administrativo. Del mismo modo, podemos estar seguros de que la eficacia 

de la tutela administrativa efectiva también corresponde a los principios de buen 

gobierno y el adecuado trabajo de la administración pública. Al mismo nivel, esta 

garantía incluye los derechos que tienen los ciudadanos en el gobierno; conducta en 

los buenos asuntos públicos.  

Cabe señalar aquí que los principios que guía en todo el procedimiento 

administrativo están interconectados con el fin de lograr la optimización del 

desarrollo de las actividades administrativas. El concepto de tutela administrativa 

efectiva se refiere a una amplia lista de derechos que tienen todas las personas en el 

proceso administrativo, con el objeto de la defensa efectiva de sus derechos y la 

participación en dicho ámbito. Es un derecho fundamental que funciona 
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principalmente como garantía o instrumento al servicio de otros derechos. Por lo 

tanto, puede calificarse como una garantía de derechos. 

Referente al tema, cabe señalar que la persona y su dignidad en el Estado de 

derecho son los más altos valores constitucionales, y para su efectivo 

reconocimiento es necesario que las instituciones del Estado estén obligadas a 

promover o crear derechos jurídicos, políticos, sociales, económicos y culturales. 

Con este fin, la protección eficaz es una herramienta importante. Desde este punto 

de vista, es claro que el concepto tradicional de proceso administrativo lo generaliza 

como un cauce puramente formalizado y rígido, al igual que el proceso judicial, que 

no reúne las garantías de la tutela administrativa efectiva en tanto se entienda como 

toda una cadena de actos de autoridad, cuyo único fin es tomar una decisión formal 

y sólo importa el producto final: la acción administrativa.  

El proceso administrativo disciplinario, es una potestad del Estado, del cual a 

través del ius puniendi concluye en sanción disciplinaria, del cual, procura 

sancionar a los servidores públicos que están siendo investigados por posibles 

actuaciones, que se encuentran estipuladas, en la Ley del Servicio Civil, Ley n. 

30057, que clasifican infracciones administrativas de carácter disciplinario y su 

reglamento, en el TUO N°. 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General 

y la Ley N°. 27815, Ley del Código de Ética de la Función Pública (según sea el 

caso). También en este proceso se busca evitar las posibles arbitrariedades de las 

autoridades al fijar sanciones a los trabajadores públicos, lo que a su vez asegura 

que estén debidamente graduadas, ponderadas y motivadas, entre el hecho y la 

sanción aplicada. 

Se puede apreciar que la actuación administrativa de la autoridad competente 

debe ser irrestricta en el debido proceso para proteger los derechos fundamentales 

de los servidores públicos; quienes pueden ejercer el derecho a la defensa deben 

presentar la defensa dentro de un plazo razonable. Las decisiones tomadas por las 

instituciones contienen avisos propios y motivos legalmente justificados. 

De igual forma, los procedimientos administrativos disciplinarios que lleve a 

cabo la administración del Hospital Ventanilla con el apoyo e instrucciones de la 

Secretaría Técnica de Procedimientos Administrativos Disciplinarios, deberán ser 

seguidos en el marco del debido proceso y tutela administrativa efectiva, siendo 
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justa y consecuente la sanción impuesta a los servidores(as) públicos(as), las que 

determinen los funcionarios que correspondan a la gravedad de la falta incurrida. 

La administración estatal debe observar todas las medidas de seguridad para 

que se tomen decisiones justas y objetivas en casos disciplinarios, a fin de evitar 

sanciones arbitrarias o desproporcionadas por las violaciones cometidas por los 

funcionarios del Hospital de Ventanilla. En este sentido, toda institución que forme 

parte de un procedimiento administrativo disciplinario debe procurar el respeto 

irrestricto del debido proceso y la tutela administrativa efectiva al momento de 

decidir sobre sanciones administrativas por faltas oficiales y para asegurar el 

cumplimiento de su finalidad, que incluye la protección de los derechos y la 

dignidad de las personas.  

Rojas (2011) cita a Ortiz (1981) y expresa el proceso administrativo de la 

siguiente manera: “[…] es una serie de actuaciones preparatorias cronológica y 

funcionalmente provocadas por los hechos y oyendo las opiniones de los afectados 

y de los defensores de los respectivos intereses, tanto estatales como privados, 

especialmente estos últimos, formulan decisiones de tal manera que se adapten 

mejor a la consecución de los objetivos nacionales”. (p. 4) 

Gordillo (1998) define: “El procedimiento administrativo está referida a que 

se debe respetar los derechos de los trabajadores para efectuar con legalidad las 

sanciones que están reguladas en la ley”. (p. 396).  

Rojas, (2011) señaló que la Corte Constitucional de Costa Rica señaló en el 

año 2000: “[…] En la práctica, todo acto administrativo que resulte de actuaciones 

que puedan afectar los derechos subjetivos de las personas debe ser objeto de un 

procedimiento, un instrumento adecuado para conocer y considerar la posición de 

los gobernados frente a una decisión estatal que afectará directamente sus 

derechos”. (p. 5)  

En el Hospital de Ventanilla se estableció que la decisión administrativa por 

la que se impuso una sanción disciplinaria no protegió los derechos de la víctima, 

sino que sólo empleó la aplicación de las sanciones, impidiendo la defensa legal 

establecida en el artículo 2 inciso 23, de la Constitución política. Se deben 

considerar soluciones alternativas para la protección de los derechos de las personas 
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bajo administración y la regulación de sanciones si no existe una tutela 

administrativa efectiva.  

Son razones legales las que nos llevan a formular preguntas de investigación 

con el fin de desarrollar alternativas de solución en beneficio de los responsables 

en las sanciones disciplinarias. 

1.2. Delimitación del problema. 

1.2.1. Delimitación espacial.   

El trabajo de ¿investigación fue realizada en el Hospital de ventanilla de la 

Provincia Constitucional del Callao.  

1.2.2. Delimitación temporal. 

Para la investigación se recogieron los datos desde el 19 de diciembre del 

2022 hasta el 19 de marzo del 2023. 

1.2.3. Delimitación Conceptual. 

La condición de la investigación está en la conceptualización de los siguientes 

conceptos: juicio justo, tutela administrativa efectiva, proceso administrativo 

disciplinario, régimen sancionador, presentación de alegatos y pruebas. 

1.3. Formulación del problema. 

1.3.1. Problema general. 

¿Cómo influye el procedimiento administrativo disciplinario en la tutela 

administrativa efectiva del descargo que fundamenta el personal del Hospital de 

Ventanilla, 2021? 

1.3.2. Problemas específicos.  

¿Cómo influye el régimen de sanciones en la exposición de argumentos en el 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021? 

¿Cómo influye el régimen de sanciones en el ofrecimiento de pruebas en el 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021? 

¿Cómo influye el procedimiento sancionador en la exposición de argumentos 

en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021? 

¿Cómo influye el procedimiento sancionador en el ofrecimiento de pruebas 

en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021? 

1.4. Justificación.  

1.4.1. Justificación social.  
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La peculiaridad del proceso administrativo disciplinario, su reciprocidad con 

el procedimiento general, radica en que resulta insuficiente la traducción a las 

normas procesales de ciertas garantías constitucionales que protegen a los 

funcionarios contra el ius puniendi estatal. La Corte Constitucional enfatizó que las 

instituciones administrativas estatales están obligadas a velar por los principios del 

procedimiento disciplinario, en tanto garantizan la observancia de los derechos de 

los trabajadores. Refiriéndose a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la 

Corte Constitucional señaló que las autoridades administrativas estatales no pueden 

determinar las acciones administrativas de sanción sin brindar las debidas garantías 

procesales al personal administrativo, quienes se les aplica sanción disciplinaria, 

porque es un derecho humano tomar decisiones con permita obtener garantías en su 

implementación y ejecución. Para ser justos, al ejecutivo no se le ha encomendado 

este deber de forma aislada. 

1.4.2. Justificación teórica.   

A partir de las teorías presentadas en el estudio, es posible constatar 

científicamente la imperiosa necesidad de salvaguardar derechos de todos los que 

trabajan en las instituciones del Estado, observar los parámetros constitucionales y 

observar los procedimientos administrativos, ofrecer alternativas para ser utilizadas 

en beneficio de la sociedad y dignidad humana. 

1.4.3.  Justificación metodológica. 

En el desarrollo metodológico del estudio se ha introducido el uso de 

cuestionarios y manuales (guías) de observación para la determinación del 

procedimiento administrativo de sanción disciplinaria del personal del “Hospital de 

Ventanilla”, además de la existencia de la Ley de Servicio Civil N° 30057, porque 

no se tiene conocimiento de su aplicabilidad y relación con todos los empleados. 

En materia disciplinaria, el poder ejecutivo está obligado a respetar sin restricciones 

el derecho a la tutela administrativa efectiva y, por tanto, los derechos procesales 

fundamentales y principios constitucionales como la legalidad, la equidad, la 

proporcionalidad y la prohibición de la arbitrariedad, que constituyen. Asimismo, 

las facultades de sanción administrativa deben ejercerse en el marco del proceso 

administrativo sancionador, donde se garantizan los derechos de la persona de 

acuerdo con los procedimientos previstos en el TUO de la Ley 27444, Ley del 
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Procedimiento Administrativo General. Todo ello para evitar el uso excesivo de 

sanciones con el objetivo de permitir que las entidades públicas del país alcancen 

un mayor nivel de eficiencia y eficacia, así como que presten efectivamente 

servicios de calidad a los ciudadanos y promuevan el desarrollo de los servidores y 

funcionarias que lo integran. 

1.5. Objetivos de la investigación. 

1.5.1.  Objetivo general. 

Determinar la influencia del procedimiento administrativo disciplinario en la 

tutela administrativa efectiva al descargo que fundamenta el personal del Hospital 

de Ventanilla, 2021. 

1.5.2.  Objetivos específicos. 

Determinar la influencia del régimen de sanciones en la exposición de 

argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

Determinar la influencia del régimen de sanciones en el ofrecimiento de 

pruebas en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

Determinar la influencia del procedimiento sancionador en la exposición de 

argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

Determinar la influencia del procedimiento sancionador en el ofrecimiento de 

pruebas en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 
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CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1. Antecedentes. 

Díaz y Urzúa, (2018) en la tesis: “Procedimientos administrativos 

disciplinarios en Chile. Una regulación vulneradora del derecho fundamental al 

debido proceso”, realizado en la Pontificia Universidad Católica de Chile, para 

optar el grado de Doctor en Derecho, investigación descriptiva, utilizó el 

cuestionario para los resultados, concluye: Los procedimientos administrativos 

disciplinarios violan los aspectos más básicos del debido proceso. De hecho, 

respetan los derechos fundamentales de un juez en virtud de la ley, antes de ser 

llevado ante los tribunales y tener capacidad jurídica. Se observa que se vulneran 

los derechos de las personas porque es aquí donde se contravienen los derechos al 

aplicar sanciones que no son verdaderas y en las instancias superiores son 

declaradas nulos. 

El proceso disciplinario no avala el derecho primordial a ser inculpado en un 

plazo razonable. En este sentido, cabe reconocer que se ha fijado un plazo, pero la 

misma es reconocida de manera muy aminorada para el desarrollo de los 

procedimientos. Asimismo, si bien es cierto existe un mecanismo legal relacionado 

a los plazos, no facilita al servidor público investigado contar con el tiempo y las 

pruebas necesarias para ejercer su derecho de defensa. 

Sobre el derecho a la publicidad de los actos realizadas por la Entidad, en al 

ámbito disciplinario, se encuentran inexistentes durante el procedimiento 
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administrativo disciplinario, en un grado que ni siquiera se estipula en el ámbito 

penal.  

Esta investigación se relaciona con las variables de estudio porque se debe 

identificar los procedimientos administrativos para sancionar y se debe cumplir el 

debido proceso para proteger derechos del sancionado. 

Lara, (2019) en la tesis: “El procedimiento administrativo en chile y su 

efectividad en el resguardo de los derechos de las personas”, efectuado en la 

Pontificia Universidad Católica de Chile, logrando el grado de Doctor en Derecho, 

investigación explicativa, con un instrumento lista de cotejo, concluye: En cuanto 

a la sanción, se cuestiona la estabilidad de las actuaciones administrativas y la 

elusividad de los derechos adquiridos de buena fe como criterios previsibles para la 

regulación efectiva de los derechos individuales. La ineficacia implica el aval de 

una custodia verdaderamente declarativamente heterogénea, un acto de ejecución 

abierto e irregular a pesar de la cautela de la administración. En consecuencia, 

existen algunos inconvenientes en la naturaleza de los poderes inválidos; el tema 

que pretendía cubrir; audiencia interesada; el origen de la ley pertinente; y la 

imparcialidad de los derechos obtenidos de buena fe. Una situación similar se 

presenta cuando se concede un derecho de rescisión, ya no como una rescisión por 

supuesta infracción, sino simplemente por mérito, conveniencia u oportunidad. En 

resumen, quedan dudas sobre si los derechos de las personas pueden ser 

efectivamente protegidos en este ámbito. 

El estudio aporta a la investigación propuesta porque se identifica que la 

sanción sin el cumplimiento del debido proceso y el resguardo efectivo vulnera 

derechos del administrado. 

Canosa, (2020) en la tesis: “La tutela administrativa efectiva en el 

procedimiento administrativo sancionador”, desarrollado en la Universidad de 

Buenos Aires, Argentina, obteniendo el título de abogado, investigación 

descriptiva, aplicó el cuestionario como instrumento, llegando a la conclusión: El 

estudio actual se basa principalmente en definir las denominadas facultades 

sancionadoras administrativas dentro de las actuaciones administrativas y 

disuadirlas de todas las actuaciones judiciales. De ello se desprende que la sanción 

tendrá que estar considerada con un acto administrativo, advirtiéndose que se 
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deberán seguir los procedimientos administrativos para dictar la sanción, 

convirtiéndola así en una garantía para la persona. Estas decisiones están a los 

procedimientos administrativos sancionadores. Es decir, se requiere legalidad para 

aplicar sanciones por el incumplimiento de los procedimientos administrativos de 

tránsito, que nuevamente están sujetos a salvaguardias fundamentales. Es innegable 

que la tutela administrativa efectiva de todo procedimiento administrativo tiene la 

particularidad de sancionar al adquirir el carácter de especial el procedimiento 

administrativo sancionador. Cabe señala, que aplicar las medidas de seguridad están 

reflejadas en los principios legales en algunos casos cuando exista vacíos o lagunas 

referentes a las sanciones disciplinarias, también es necesario aplicar la constitución 

porque es considerada la máxima ley de un estado. 

El estudio permite identificar cómo se utiliza el procedimiento disciplinario 

sancionador donde permite identificar que prima cumplir el debido proceso para 

que se efectúe una sanción, así como, garantizar la tutela administrativa efectiva, 

caso contrario se vulnera derechos. 

Taipe, (2021) en la tesis: “La presunción de inocencia en el procedimiento 

administrativo disciplinario en la Policía Nacional”, realizada en la Universidad 

Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, se logró obtener el grado de Maestro en 

Derecho Administrativo, investigación explicativa, utilizó como instrumento el 

cuestionario, concluye: Cuando se analizan los orígenes del derecho disciplinario 

como parte de la columna vertebral del derecho administrativo, debe quedar claro 

que en el ejercicio de la potestad punitiva del Estado deben aplicarse los principios 

y garantías del debido proceso consagrados en la Constitución ecuatoriana de 2008 

; poderes disciplinarios de estas autoridades.  

Cuando se identifica que la inocencia es considerada como una garantía de 

los derechos, debiendo la misma cumplir el debido proceso, también se debe tener 

que la inocencia al ser una garantía, el servidor no tiene la obligación de probar su 

inocencia, sino que al ser un atributo de una autoridad policial con potestad 

disciplinaria, el acto emitido debe estar apegado a derecho, de modo que, la falta 

incurrida por el servidor policial, no quede en la impunidad, por razones de un 

incorrecto procedimiento llevado a cabo por dicha autoridad; por tanto, la 

presunción de inocencia está regulada en varios aspectos legales, no existen medios 
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probatorios, la conducta no está regulada en la ley y no se puede sancionar a un 

inocente. 

El estudio aporta a la investigación referente a que se sanciona sin 

considerar aspectos como la presunción de inocencia del servidor, lo que deviene a 

la vulneración del debido proceso.” 

Portilla, (2018) en la tesis: “El proceso administrativo disciplinario a 

trabajadores municipales del régimen laboral privado y la afectación al principio de 

inmediatez en la ley del servicio civil en el Perú, realizado en la Universidad 

Nacional “Santiago Antúnez de Mayolo, de Huaraz”, se logró obtener el título 

profesional de Abogado, investigación descriptiva explicativa, utilizó como 

instrumento ficha de análisis documental, concluye: Al aplicar la legalidad jurídica 

se acciona violando el principio de equidad procesal al contravenir el principio de 

no dilación, la cual no está considerada en los procedimientos administrativos, no 

se aplica a los empleados de los gobiernos locales, porque están sujetos a la Orden 

No. 728 del Derecho de la Empresa Privada en el presente caso disciplinario. 

De otro lado, la Ley de servir, entre algunos de sus objetivos, es la 

unificación de los regímenes laborales existentes en nuestro Estado en ámbito 

disciplinario, tratando de unificar el proceso seguido a los servidores que prestan 

servicios en una entidad pública.  

El estudio aporta contenidos a la investigación porque demuestra que existe 

deficiencia en las sanciones emitidas ya que no se considera la prescripción como 

defensa del servidor contraviniendo sus derechos del trabajado, debido a la 

incorrecta aplicación del principio de inmediatez. 

Ramírez, (2018) en la tesis: “La responsabilidad administrativa: el debido 

proceso en los procedimientos administrativos disciplinarios en el hospital regional 

docente las Mercedes de Chiclayo, 2015”, realizado en la Universidad Señor de 

Sipán, Chiclayo, optó el título de Abogado, estudio explicativo, utilizó el 

Formulario de Análisis Documental, concluye: Decreto nro. 276 y su Reglamento 

No. En el marco de la 005-90-PCM conviven las infracciones administrativas, en 

cuyo artículo 161 se las reconoce como infracciones muy graves, lo que implica el 

despido inmediato y por el lado penal como delito de peculado, el mismo que se 
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advertido en el Tribunal Penal de Lujalam, con número de caso 125-2011, y ha 

dictado sentencia sumaria. 

De lo expuesto, al hacerse efectiva ambas imputaciones, judicial y 

administrativa por un único hecho realizado por el servidor, deviene en la 

vulneración del principio ne bis in idem, que describe que nadie puede ser 

sancionado dos veces por un único hecho, particularidad que debe ser solucionada. 

Existen autoridades que contravienen los principios del proceso 

administrativo porque los funcionarios ocupan estos cargos por favoritismo político 

y desconocen de las leyes, contraviniendo lo que establece la constitución el debido 

proceso al emitir resoluciones con deficiente o aparente motivación, convirtiéndose 

en ineficiente su decisión por desconocimiento de la ley. 

El estudio se relaciona con la variable de estudio porque trata de identificar 

la vulneración de los derechos cuando se sanciona al servidor público al no aplicar 

el debido proceso administrativo.” 

Espinoza, (2020) en la tesis: “Procedimiento administrativo disciplinario, y 

su incidencia en las causales de nulidad y fundadas precisadas en las resoluciones 

emitidas respecto a las apelaciones, interpuestas al tribunal del servicio civil, Perú 

2019-2020”, realizado en la Universidad San Martín de Porres, Lima, para optar el 

grado académico de Maestra en gobierno y gestión pública, estudio explicativo, 

utilizó el instrumento cuestionario, concluye: Se han emitido pronunciamientos 

administrativos contraviniendo los derechos de los trabajadores porque las 

resoluciones en la última instancia administrativa son declaradas nulas en su 

mayoría, en razón que contravienen la ley. De otro lado, en un 25% de los 

secretarios técnicos encuestados, son eficientes, pero pierde su efectividad 

administrativa en un 75%, sin embargo, según una evaluación muestral, los 

resultados son distintos cuando los secretarios técnicos son capacitados, se obtiene 

en un nivel de ineficaces en el 38% de los encuestados. Asimismo, el 57,6% 

manifestó que la capacitación de los órganos instructores es eficiente. Los 

resultados importantes muestran porqué las decisiones del Tribunal de la Función 

Pública, favorecen en gran medida a los servidores públicos y no a favor de las 

instituciones públicas. 
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El estudio brinda aportes a la investigación referente como se efectúan las 

sanciones disciplinarias en las instituciones del estado, la cual se identifica la 

vulneración de los derechos de los/as trabajadores/as de las instituciones públicas, 

contraviniendo las normas ante la carencia de conocimientos y capacitaciones de 

los secretarios técnicos de PAD. 

Boza, (2022) en la tesis: “Calificación de infracciones en el procedimiento 

administrativo disciplinario y su derrotero en torno al principio de razonabilidad, 

Municipalidad Distrital de Yauli, 2018”, realizada en la Universidad Nacional de 

Huancavelica, logró obtener el título profesional de Abogado, investigación 

descriptiva, utilizó el cuestionario, concluye: Como “Procedimiento Administrativo 

Disciplinario”, la caracterización de las actuaciones ilícitas es débil, y no se tiene 

en cuenta el principio de razonabilidad en el contenido de la evaluación en los 

procedimientos. Siendo que, las sanciones emitidas devendrán en nulas, lo que 

generaría un perjuicio a la administración pública. 

De acuerdo a la actualidad de Municipalidad Distrital de Yauli, se califica 

en mayor nivel el criterio punitivo al evaluar las infracciones al momento de dar 

inicio el procedimiento administrativo disciplinario. 

Asimismo, se ha verificado que no aplican los criterios de graduación y 

razonabilidad al momento de evaluar las infracciones al momento de dar inicio a 

procedimiento administrativo disciplinario. 

El estudio tiene aportes sobre el procedimiento administrativo disciplinario 

donde se demuestra que se vulnera derechos de los trabajadores porque no se 

considera la graduación y razonabilidad de la calificación de las infracciones 

disciplinarias. 

Torres, (2021) en la tesis: “Los vicios de nulidad identificados en el Tribunal 

del Servicio Civil y su incidencia en la gestión de los procedimientos 

administrativos disciplinarios en el año 2019”, realizado en la Universidad Nacional 

Mayor de San Marcos, Lima, para optar el grado de Magister en Gestión Pública, 

investigación explicativa utilizó la encuesta, concluye: Se demuestra que la falta de 

preparación a los servidores públicos de las Secretarias Técnicas y Oficinas de 

Recursos Humanos sobre los procesos administrativos disciplinarios en una entidad 

pública, contravienen derechos al emitir resoluciones con deficiente motivación, la 
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transgresión al principio de tipicidad, legalidad y el derecho de defensa, lo que 

genera la vulneración de los derechos de los trabajadores públicos siendo 

sancionados sin legalidad jurídica.  

El estudio también permite identificar como se vulneran los derechos de los 

trabajadores al momento de ser sancionados, ya que los administradores y/o 

autoridades emiten resoluciones sin estar capacitados en el tema de sanciones 

administrativas. 

Arroyo, (2021) en la tesis: “El principio de tipicidad en las resoluciones de 

sanción en los procedimientos administrativos disciplinarios en el Gobierno 

Regional Huánuco: 2017 – 2019”, efectuado en la Universidad de Huánuco, logró 

optar el título de Abogado, investigación descriptiva, utilizó el instrumento análisis 

documental, concluye: Las autoridades sancionadoras del gobierno regional de 

Huánuco revisaron y analizaron las resoluciones sancionadoras emitidas en 

procesos disciplinarios entre 2017 y 2019, y concluyeron que violaron los 

principios penales por culpa, pero no calificaron suficientemente la actuación del 

servidor como errores constructivos.  

De las resoluciones de sanción emitidas por las autoridades sancionadores 

del Gobierno Regional de Huánuco, se ha advertido que los procesos disciplinarios 

durante el periodo 2017 y 2019, han violado los principios de tipificación, al no 

subsumir idóneamente la conducta del servidor a la falta imputada. 

Asimismo, se advierte, una deficiente información en los actos de PAD, al 

señalar de manera ambigua las obligaciones y funciones que el servidor público se 

encuentra obligado, sobre todo para los casos que configuran la falta por 

negligencia en el desempeño de funciones, que se requiere una información clara y 

precisa de la acción u omisión que el servidor ha incumplido. 

De igual manera, se advierte, la vulneración del principio de tipicidad, por 

la omisión de señalar en el acto de sanción, la determinación de la falta (leve, grave 

y muy grave), toda vez, que de ello, en el acto de inicio de PAD, se determina 

quienes actuaran de autoridad instructora y de autoridad sancionadora.  

El estudio aporta con referencia a las sanciones disciplinarias 

administrativamente, porque al momento de sancionar no se ha considerado 

adecuadamente la tipicidad. 
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García, (2021) en la tesis: “Garantías del debido proceso en los 

procedimientos sancionadores de la Dirección Regional de Educación 

Huancavelica 2018”, realizado en la Universidad Peruana Los Andes, Huancayo, 

para optar el título profesional de Abogado, estudio explicativo descriptivo, utilizó 

el análisis documental, concluye: Al referirse a los procedimientos sancionadores 

seguidos por la Dirección Regional de Huancavelica se han contravenido las leyes, 

inobservado las garantías procesales en las etapas del proceso administrativo, 

quedando demostrado que se ha vulnerado derechos y principios universalmente 

reconocidos en cuanto al respeto a los derechos fundamentales y al irrestricto 

respeto de los derechos constitucionales, principios de legalidad, razonabilidad, 

proporcionalidad, prohibición de la arbitrariedad. 

El estudio demuestra cómo se vulnera los derechos de los servidores 

públicos, cuando son sancionados administrativamente, vulnerándose el debido 

proceso e inobservando los derechos fundamentales y constitucionales del servidor, 

en la cual tiene relación con la investigación propuesta. 

Osores, (2021) en la tesis: “La idoneidad del secretario técnico en los 

procedimientos administrativos disciplinarios sancionador en la Municipalidad de 

Santa Rosa de Sacco, 2019”, realizada en la Universidad Peruana Los Andes, 

Huancayo, para optar el título profesional de Abogado, investigación explicativa, 

instrumento lista de cotejo, concluye: La capacitación y experiencia laboral de 

secretarios técnicos tiene un impacto significativo en los procedimientos 

administrativos disciplinarios y en los funcionarios municipales de Santa Rosa de 

Sacco - 2019, debido a que los secretarios técnicos no cuentan con un perfil ideal 

para el desempeño de estas funciones en la referida municipalidad, sin tener en 

cuenta que cada acto emitido por las autoridades de PAD con apoyo del secretario 

técnico, deben estar dentro los parámetros regulados por ley, en cumplimiento de 

los principios y derechos del servidor público, por lo que, una falta disciplinaria que 

puede ser objeto de la sanción adecuada según la gravedad de las circunstancias o 

puede ser sancionado arbitrariamente. 

El estudio permite identificar a las variables de estudio ya que en el 

procedimiento administrativo disciplinario juega un rol o papel fundamental en la 

preparación y experiencia del secretario técnico para la proyección o elaboración 
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de la resolución de sanción, así como de la orientación que el mismo brinda a las 

autoridades de PAD, en este caso se vulnera los derechos del servidor porque no se 

acciona de acuerdo a ley. 

2.2. Bases teóricas o científicas. 

2.2.1.  Bases teóricas de la primera variable. 

2.2.1.1. Procedimiento administrativo disciplinario. 

Según Gordillo, (2013) define “Como parte del derecho administrativo, 

examina las reglas y principios de la intervención de las partes cuando están 

dispuestas a impugnar la voluntad administrativa. Así, se examina la participación 

y defensa de los interesados (que pueden ser particulares, funcionarios u 

organismos estatales) en las distintas etapas de la elaboración del testamento 

administrativo y, por supuesto, cómo debe llevarse a cabo el proceso 

administrativo. Todo lo relacionado con la participación e intervención de los 

citados grupos de interés. En particular, explora la defensa de las partes interesadas 

y las consecuencias lógicas de sus desafíos a las acciones y procedimientos 

administrativos; por tanto, trata de las quejas, agravios y amonestación 

administrativa: sus condiciones formales de origen, qué trámites deben brindarse, 

los problemas que pueden surgir como consecuencia de su consideración, y cómo 

y por quién deben ser resueltos; pero no examina cómo deben resolverse las 

cuestiones sustantivas que puedan surgir, como los recursos anteriores, a menos que 

estén estrechamente relacionadas con cuestiones de procedimiento”. (p. 67). 

Parafraseando lo que expresa el autor señala que los procedimientos 

administrativos deben ser aplicados bajo los principios y valores en consonancia 

con proposiciones jurídicas o directivas, pero existe una carencia en el correcto 

desarrollo normativo; es decir el principio es más bien un criterio primordial en sí 

mismo, que marca, de alguna manera, el sentido de justicia de las normas y reglas 

jurídicas, respetando el debido proceso y tutela jurisdiccional del trabajador para no 

ser sancionado sin razón legal.” 

Según Mendoza, (2019), señala que: “Es necesario explicar que, al haber 

aprobado y promulgado la Ley del Servicio Civil, las prácticas del Régimen 

Disciplinario del Servicio Civil y los casos disciplinarios se aplicarán a partir de la 
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entrada en vigor de la regulación de los citados casos, que se ajuste a las normas 

complementarias finales. En el artículo 9 de la Ley del Servicio Civil”. (p. 45). 

Así, el Reglamento de la Ley del Servicio Civil, vigente desde el 14 de junio 

de 2014, “En esta norma se considera complementariamente los derechos del 

trabajador referente al régimen disciplinario y sanción disciplinaria, donde se debe 

accionar de acuerdo a ley”. (p. 08) 

Explicando con legalidad, el autor expresa que la Ley del Servicio Civil 

contiene las reglas de juego sobre el régimen disciplinario y el procedimiento 

sancionador para un servicio civil meritocrático, puesto que dicha Ley establece los 

derechos, deberes, obligaciones y responsabilidades de los servidores públicos, 

además establece la regulación para las capacitaciones, evaluaciones, 

compensaciones, régimen disciplinario, entre otros.” 

En concreto, se debe aplicar la ley de servir con legalidad para no 

contravenir derechos en los trabajadores que prestan servicios en las entidades 

públicas y no sancionar creando carga procesal administrativa en las entidades, 

porque se sanciona por cualquier actitud o conducta de funcionario sin 

razonamiento jurídico. 

Según Ossa, (2009) afirma que “El proceso disciplinario garantiza que la 

actuación de la administración sea ordenada y propositiva, respetando las garantías 

mínimas del administrado.”. (pp. 429,430) 

En resumen, el autor detalla que el responsable de sancionar a los 

funcionarios o servidores públicos debe ser accionado de acuerdo a ley, corriendo 

traslado del documento sancionador para que en el plazo de ley el trabajador emita 

su descargo según el derecho a la defensa; siendo que, el poder del Estado de 

sancionar, se encuentra orientado al correcto y mejor gobierno de la administración 

pública. Desde este punto de vista, la característica principal de este poder es su 

carácter represivo causado por cualquier perturbación o violación del orden 

jurídico. 

Puede apreciarse que estas sanciones son facultades naturales o necesarias 

otorgadas a la administración pública en determinadas materias, principalmente las 

relacionadas con la regulación de las actividades en el ámbito administrativo.  
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Sin embargo, considerando los derechos constitucionales los trabajadores 

deben tener la posibilidad de efectuar sus descargos en el plazo de ley para que se 

pueda emitir un pronunciamiento administrativo y no vulnerar sus derechos con 

sanciones sin el debido procedimiento administrativo. 

2.2.1.2.Régimen de sanciones. 

Según Huaranga, (2016) afirma que: “El régimen disciplinario forma parte 

del sistema de gestión de personal, aplicable tanto a los empleados profesionales 

como a los de libre nombramiento, cuyo objeto es velar por la virtud y 

responsabilidad, por lo que este acto administrativo permite que los funcionarios 

públicos no cometan acciones que contravengan la ley y así no ser sancionados 

arbitrariamente”. (p. 04). 

Lo que menciona el autor es necesario rescatar, que las sancionas 

administrativas deben ser reguladas bajo el parámetro legal y no contravenir 

derechos para no crear carga administrativa y al final se declare nula la decisión 

sancionadora.  

Asimismo, el autor indica que el régimen disciplinario tipifica los actos 

ilícitos que pueden ser cometidos por los trabajadores en el desarrollo de sus 

funciones y responsabilidades en su condición de servidor civil, por prestar 

servicios en el Estado. 

Las sanciones deben estar reguladas con los principios constitucionales y la 

legalidad jurídica, más aun si existiera vacíos se debe aplicar la constitución en 

favor del trabajador público. 

2.2.1.3.Procedimiento sancionador. 

Según García, (2016) describe que: “Las infracciones de carácter 

disciplinario, según su gravedad, podrán ser sancionadas con la destitución o la 

separación temporal del cargo del servidor público, como es la suspensión en un 

expediente administrativo disciplinario. La sanción penal de privación de libertad 

por dolo de un/a servidor/a público/a es la destitución automática. Los empleados 

despedidos tienen prohibido volver a ingresar al servicio público durante el término 

de cinco años”. (p. 200). 

Explicando lo detallado líneas arriba, el autor expresa que el carácter 

disciplinario de los procedimientos administrativos disciplinarios otorga a los 
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empleadores el derecho a aplicar distintas sanciones por infracciones a la ley, 

teniendo en cuenta el contexto de cada procedimiento y demás circunstancias 

concurrentes, previsibles o propias de las relaciones laborales. cualquiera que sea 

el origen de la obligación: la obligación puede derivarse de un contrato de trabajo, 

política o reglamento de empresa, disposiciones legales, convenios colectivos, etc., 

pudiendo incluso fundarse en un deber general de lealtad. Se configura por un 

examen objetivo de los casos laborales, independientemente de la repercusión penal 

o civil de estos hechos. 

Estas sanciones se ejecutan mediante la aplicación de medidas disciplinarias 

lo suficientemente fuertes como para afectar la situación jurídica del trabajador y, 

en caso de falta grave, incluso para terminar la relación laboral con despido. Para 

entender su significado y finalidad, finalmente se puede decir que contiene una 

medida comercial que lesiona los intereses de los trabajadores que violan leyes, 

contratos de trabajo, convenios colectivos, reglamentos internos de trabajo u 

obligaciones impuestas por los empleadores, otras normas expresas emitidas para 

sancionar las infracciones existentes y prevenir futuras infracciones por parte de los 

empleados afectados y otros. 

2.2.1.4.Faltas de la Ley del Servicio Civil. 

De conformidad con el artículo 85, “se sancionan con suspensión o 

separación del cargo según su gravedad, previo procedimiento administrativo, las 

cuales las infracciones disciplinarias se detallan a continuación: El incumplimiento 

de las normas de esta ley y sus estatutos. Se niega repetidamente a obedecer las 

órdenes relacionadas con el trabajo de sus superiores. Participar en actos de 

violencia, infracciones graves a la disciplina o cohibición en perjuicio de sus 

superiores, rango y compañeros. Negligencia en el desempeño de sus funciones”. 

Según la Ley 30057, Ley del Servicio Civil (2013). 

También no debe existir: “Dificultad en el funcionamiento de los servicios 

públicos. Utilizar o disponer de los bienes de una autoridad pública en beneficio 

propio o de un tercero. Ir al trabajo borracho o bajo los efectos de drogas o 

sustancias eufóricas. Abuso del cargo o uso del cargo con fines lucrativos. Provocar 

intencionalmente daños materiales a locales, equipos, obras, equipos, herramientas, 
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documentos y demás bienes propios o utilizados por la unidad”. Según la Ley 

30057, Ley del Servicio Civil (2013).”  

Existiendo también: “La ausencia injustificada de más de tres (3) días 

consecutivos o, cinco (5) días no consecutivos dentro de los treinta (30) días 

calendario o, quince (15) días no consecutivos dentro de los ciento ochenta días 

(180) Calendario. El acoso sexual cometido por cualquier persona que ejerza 

autoridad sobre un servidor público y el acoso sexual cometido por un servidor 

público, independientemente de la posición de la víctima en la jerarquía de un 

organismo público o si la víctima es beneficiaria de un organismo público,  al 

usuario o en general, si el acoso se produce en el ámbito o con motivo de las 

funciones realizadas por el servidor, independientemente de la categoría de las 

víctimas. Realizar actividades de incidencia política en días hábiles o utilizando las 

funciones o recursos de una persona pública”. Regulada en la Ley 30057, Ley del 

Servicio Civil (2013). 

Tampoco se debe dar: “Discriminación basada en origen, raza, sexo, idioma, 

religión, creencia o situación económica. Incumplimiento irrazonable de horarios y 

horas de trabajo. El impacto de la meritocracia en la promoción de los servicios 

públicos, actuar o influir en otros servidores en beneficio propio o de un tercero. 

Doble reconocimiento de la retribución económica, salvo becas y estancias 

docentes”. Según la Ley 30057, Ley del Servicio Civil (2013).  

En resumen, en la determinación de las conductas punibles, conductas ilícitas 

con consecuencias jurídicas, tal como se expresa claramente en esta especificación, 

se considera que los criterios de razonabilidad y proporcionalidad no son suficientes 

para determinar qué conductas pertenecen al supuesto de hechos típicos, lo que 

significa a los principios del derecho sancionador, en razón que los criterios de 

razonabilidad y proporcionalidad aseguran que las sanciones impuestas se aplican 

a la conducta que incurren los servidores públicos.  

En este sentido, los derechos y obligaciones de motivos justificados 

garantizan que las sanciones impuestas por la no clasificación no vulneren el 

principio de proporcionalidad, pues si la conducta del trabajador es responsable de 

la relación prevista en la normativa. Esto equivale a que sea responsabilidad de la 

secretaría técnica de cada unidad la precalificación de los hechos y la emisión de 
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un informe con el soporte técnico correspondiente, cuya primera tarea es determinar 

qué falta disciplinaria es atribuible al servidor; Derecho a la acción disciplinaria. 

2.2.1.5.Faltas del Reglamento de la Ley del Servicio Civil. 

De acuerdo con el numeral 98, son las siguientes infracciones por las que se 

impone sanción disciplinaria: “Cometer cualquier infracción de conformidad con el 

artículo 85 de la Ley, este reglamento y las normas internas de la función pública - 

RIS con la finalidad, si la infracción es menor cometido por un servidor público 

será sancionado en consecuencia. De acuerdo con el artículo 85, letra a), de la Ley, 

también se consideran infracciones disciplinarias las siguientes acciones: "uso 

indebido de las licencias emitidas por la institución de conformidad con las 

disposiciones de la materia respectiva. No se incluyen las licencias concedidas por 

motivos personales”. Según la Ley 30057, Ley del Servicio Civil (2013). 

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 51 de este reglamento, “realizar 

actividades que atenten contra la libertad sindical. El amiguismo ocurre de acuerdo 

con las leyes y reglamentos. Agresiones verbales y/o físicas a los ciudadanos que 

utilizan los servicios que presta la entidad. Acoso “moral o sexual. Utilización del 

cargo para beneficio personal, cobro de servicios públicos gratuitos prestados a 

colectivos vulnerables. El incumplimiento de la obligación de confidencialidad de 

la información de conformidad con el apartado 156, k) del Reglamento. Impedir el 

ingreso al centro de trabajo de los funcionarios que decidan no ejercer su derecho 

de huelga”. Según la Ley 30057, Ley del Servicio Civil (2013). 

Así mismo: “Existe un comportamiento negligente en el manejo y 

mantenimiento de equipos y tecnología, lo que afecta los servicios prestados por la 

empresa. otras personas en la forma prescrita por la ley. La negligencia se refiere al 

hecho de que un servidor público o ex servidor público no cumpla con sus deberes 

y podría haberlo hecho. Si se estima que la actividad es contraria a la ley o a sus 

disposiciones, la ley orgánica del sistema judicial o la ley orgánica del ministerio 

de estado, la Oficina de Control de Magistrados o el Fiscal General de Control 

Interno darán prioridad simultáneamente a los casos en que la jurisdicción tenga 

conocimiento de lo pertinente”. En todo caso se respetará el principio de non bis in 

idem. Reglamente de la Ley del Servicio Civil (2014) Ley no. 30057. 
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De acuerdo con el apartado anterior, el artículo 98 de la Ley del Servicio 

Civil del Estado también, “incluye disposiciones sobre negligencia administrativa, 

por lo que los errores que no estén contemplados en la Ley del Servicio Civil pueden 

ser denunciados en sus disposiciones, y debe ser el mismo, con motivo legítimo, en 

precalificación administrativa, responsable de la secretaría técnica de los 

procedimientos administrativos disciplinarios del departamento. Se debe dar un 

ejemplo práctico a este respecto. En cuanto a la falta administrativa de nepotismo, 

si bien es correcta”, está claramente tipificada en el artículo 83 de la Ley del 

Servicio Civil, y esta falta no se encuentra reflejada en el artículo 85. Considerar en 

caso de negligencia administrativa, es necesario remitirse al artículo 83 de la Ley 

del Servicio Civil Estatal. negligencia mencionada en el reglamento de aplicación 

de la Ley del Servicio Civil, ver el texto del Artículo 98, Cláusula 98.2 c. 

2.2.1.6. Faltas Administrativas del TUO de la Ley N° 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General. 

Según el artículo 261, “las faltas administrativas son las siguientes: las 

instituciones y personas al servicio de la unidad, independientemente de su relación 

laboral o contractual, cometen faltas administrativas en la tramitación de los 

procedimientos administrativos a su cargo, por lo tanto, por la infracción, 

reincidencia, daño causados y sus acciones se aplican sanciones administrativas por 

actos dolosos: Negativa injustificada a recibir solicitudes, quejas, declaraciones, 

información o emitir declaraciones sobre las mismas. No entregar a las autoridades 

los documentos recibidos, sobre los cuales deba pronunciarse dentro de los plazos 

establecidos por la ley”. Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General. 

Retraso injustificado en la presentación de datos, programas o documentos, 

que sean necesarios para la resolución de casos o la realización de actuaciones 

procesales dentro de determinados plazos en el proceso administrativo. Resolver 

cualquier asunto referido a su competencia sin motivación. Realiza una acción que 

no es rápida para ello. Falta de comunicación de los motivos de la denegación en el 

plazo legal. Retrasar la ejecución de superiores u órdenes o hacer caso omiso de sus 

decisiones. Intimidar de cualquier forma a cualquier persona que quiera interponer 

una denuncia administrativa o impugnar su decisión. conduce a flagrantes 
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violaciones de la ley. De ninguna manera distribuir o permitir el acceso a la 

información confidencial a que se refiere el artículo 169.1 de este TUO.  

También se debe respetar: “Inadvertida o indebidamente no resuelta en el 

plazo fijado en cada procedimiento administrativo. Ignorar en modo alguno las 

confirmaciones automáticas o las solicitudes de privacidad activa recibidas por la 

Compañía de sí misma o de otros órganos administrativos. Incumplimiento de las 

normas, procedimientos y métodos para la determinación de los trámites 

administrativos y costos de los servicios. Cobrar una tasa de trámite de más de una 

(1) UIT sin autorización previa. No se utilizaron procedimientos estandarizados 

aprobados. Cobrar una tarifa de procesamiento que es más alta que el procedimiento 

estándar. Proponer, aprobar o exigir procedimientos, requisitos o tarifas que se 

opongan a la presente ley y demás normas simplificadas, aunque estén incluidos en 

el reglamento interno de la unidad estructural o en un texto unificado de 

procedimientos administrativos”. Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General. 

El requisito de presentación de documentos para las empresas que prohíba 

solicitar o no aceptar sustitutos de los documentos a que se refiere esta ley, aun 

cuando su solicitud se base en un texto único del reglamento interno de la entidad 

o de sus procedimientos administrativos. Deje de procesar una solicitud del 

administrador por cualquier motivo. La negativa a aceptar o presentar prueba de 

recepción de una carta, declaración o formulario ofrecido por la Compañía no 

impedirá que se exprese una opinión en las condiciones mencionadas en el artículo 

136. Si no lo exige la ley, solicitar la presentación personal de peticiones, quejas o 

documentos.  

Las demás infracciones que señale el decreto supremo aprobado por el 

Consejo de Ministros. “A la sanción de que se trate se le aplicará el procedimiento 

administrativo disciplinario, que será conforme a las normas legales aplicables en 

la materia respectiva, y en los demás casos, se aplicarán los procedimientos del 

artículo 255 en lo necesario”. El texto del ordenamiento unificado de la Ley N° 

27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, (2019).  

Asimismo, en relación con el párrafo anterior, el texto del ordenamiento 

unificado de la Ley N° 27444: “Ley del Procedimiento Administrativo General”, 
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en su artículo 261; se ha establecido que las faltas que no se encuentren 

contempladas en la Ley del Servicio Civil del Estado, ni en el reglamento de la Ley 

del Servicio Civil del Estado, se pueda recurrir a la LPAG, debiendo estar la misma, 

debidamente motivada al momento de la precalificación de la falta disciplinaria del 

hecho incurrido por el servidor público, siendo responsable de disciplinar la etapa 

inicial, el secretario técnico administrativo. 

2.2.1.7. Principios, Deberes y Prohibiciones del servidor público en el 

Código de Ética de la Función Pública.  

De acuerdo con el artículo 6; “los principios de la función pública son los 

siguientes: Respeto: ajustar su conducta al respeto de la constitución y la ley, 

garantizando el derecho a la defensa y a un juicio justo en todas las etapas del 

proceso de toma de decisiones o cumplimiento de las normas administrativas. 

reglamentos procedimientos”. Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General. 

Integridad: Actúa con integridad y honestidad en un esfuerzo por servir al 

interés público, sin consideración de intereses creados o ganancias personales para 

uno mismo o un intermediario. 

Eficiencia: Asegurar la calidad en cada función responsable, procurar una 

formación estable y constante.  

Idoneidad: entendida como la competencia técnica, legal y moral requerida 

para acceder y utilizar los servicios públicos. Los oficiales deben completar una 

formación sólida relacionada con la situación actual y completar una formación a 

largo plazo para poder desempeñar sus funciones.  

Autenticidad: En sus relaciones funcionales con todos los miembros y 

ciudadanos de su institución, expresa la verdad y ayuda a esclarecer los hechos.  

Lealtad y Obediencia: Lealtad y solidaridad con todos los miembros de su 

institución, obediencia a las órdenes de los superiores responsables siempre que 

observen las formalidades del caso, y con el fin de realizar actos oficiales 

relacionados con las funciones de la institución de los que sea responsable, salvo 

que se deba poner en conocimiento de la alta dirección de la institución conductas 

manifiestamente arbitrarias o ilegales.  
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Equidad y justicia: siempre está dispuesto a cumplir con su deber, a dar a 

cada uno lo que se merece, a actuar con justicia en las relaciones con el estado, la 

administración, los superiores, los subordinados y todos los ciudadanos en general. 

Lealtad al estado de derecho: “Los funcionarios dignos de confianza deben ser 

leales a la constitución y al estado de derecho. Ocupar un cargo de confianza en un 

régimen de hecho es causal de terminación automática e inmediata del servicio 

público.  

De acuerdo con el artículo 7, los deberes de los funcionarios públicos son 

los siguientes: Neutralidad: En el desempeño de sus funciones, debe observar 

absoluta imparcialidad política, económica o de cualquier otra índole y hacer valer 

su independencia de personas, partidos políticos o afiliaciones institucionales. " 

Transparencia: Las actividades del servicio deben realizarse de forma 

transparente, lo que significa que dichas actividades son, en principio, públicas y 

accesibles a cualquier persona física o jurídica. Los funcionarios públicos deben 

brindar y promover información confiable, completa y oportuna. 

Libertad de acción: Deberá mantener la confidencialidad de los hechos o 

información que llegue a su conocimiento en el desempeño de sus funciones, sin 

perjuicio de sus obligaciones y responsabilidades conforme a las normas sobre 

acceso a la información pública y su transparencia. 

Cumplimiento adecuado de sus funciones: Los servidores públicos deben 

abstenerse de cualquier forma de represalia o cualquier forma de coacción contra 

otros servidores públicos u otras personas en el desempeño de sus funciones.” 

Uso correcto de la propiedad del gobierno: debe proteger y preservar la 

propiedad del gobierno, debe usar la propiedad del gobierno que se le asignó en 

el desempeño razonable de sus funciones, evitar el abuso, el desperdicio o 

desaprovechamiento, y no debe usar ni permitir que otros puedan usar Activos 

utilizados para fines privados o de otro tipo. 

Responsabilidad: Todos los servidores públicos deben cumplir con sus 

deberes en el pleno y debido respeto a sus responsabilidades públicas. "En 

circunstancias especiales, los servidores públicos podrán desempeñar funciones 

que no sean estrictamente propias de su naturaleza o género, en cuanto sean 
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necesarias para aminorar, neutralizar o superar las dificultades a que se vean 

expuestos. 

Todos los servidores públicos están obligados a respetar los derechos de los 

ciudadanos, de conformidad con la Ley de Procedimiento Administrativo General 

no. 27444 del artículo 55.  

De acuerdo con el artículo 8, las siguientes prohibiciones éticas de la función 

pública son: Mantener un conflicto de interés: mantener o aceptar una relación, 

una situación en la que los intereses personales, laborales, económicos o 

financieros puedan entrar en conflicto con el desempeño de sus deberes y 

responsabilidades. Obtener una ventaja indebida: Obtener una ventaja indebida o 

una ventaja para uno mismo o para otro mediante el uso de la posición, autoridad, 

influencia percibida de uno. Realización de actividades de misión política: 

Actividades de misión política por sus funciones o utilizando infraestructuras, 

bienes o recursos, a cargo de la Secretaría Técnica de Procedimientos 

Administrativos Disciplinarios. 

2.2.1.8.Obligaciones del Servidor Público en el Marco del Empleo 

Público. 

De acuerdo al artículo 16, se establecen las obligaciones, que todo empleado 

está sujeto, cuales son: El funcionario público y servidor púbico debe cumplir con 

lo que establece la ley. Debe cumplir con sus funciones establecidas en el contrato 

laboral y durante la jornada de labores, bajo su responsabilidad. Actuar “con 

probidad bajo la legalidad jurídica siendo responsable con sus funciones. 

Recibir en contraprestación por sus servicios prestados en la entidad, lo 

determinado en su contrato de trabajo y que el mismo, este acorde a ley; de igual 

manera está prohibido percibir donativos, dadivas o pagos de terceros con la 

finalidad de hacer u omitir cualquier acto regular dentro de la institución.  

Asimismo, se debe actuar en el desarrollo de sus funciones con 

transparencia y reservar información pública que sea calificada como tal, y las que 

sus veces pueden transgredir algún derecho fundamental. De igual manera, el 

servidor y funcionario público debe actuar con imparcialidad en los contratos de la 

institución.  
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Cumplir con el horario establecido por ley y sustentar sus inasistencias o 

tardanza bajo documento legal. No debe accionar con política y respetar a los 

integrantes del campo laboral. No debe accionar contraviniendo la ley al efectuar 

contratos de locación con otras entidades. Las demás que le señale la presente Ley, 

los reglamentos y directivas o las leyes de desarrollo de esta Ley marco. Ley Marco 

del Empleo Público, Ley N° 28175 (2005). El servidor o funcionario público, al 

tener un vínculo laboral con la entidad, no puede suscribir contratos bajo la 

modalidad de locación de servicios en otra entidad. Está prohibido realizar 

proselitismo político en las instalaciones de la entidad. 

Al respecto, se ha de señalar, que la Ley Marco del Empleo Público se aplica 

de manera transversal a los regímenes laborales especiales, debiendo de precisar, 

que se puede aplicar solo como normas jurídicas presuntamente vulneradas, mas 

no, como faltas, con el único motivo de que los servidores públicos que están siendo 

investigados, tengan conocimiento sobre los hechos en general y las normas que 

hayan sido vulneradas por los mismos.” 

2.2.1.9.Determinación de la sanción a las faltas. 

Del artículo 87 de la Ley del Servicio Civil se desprende que la sanción 

aplicable debe ser proporcional al hecho cometido, y debe determinarse valorando 

si: Afecta gravemente los intereses públicos o los bienes del Estado protegidos por 

la ley. Ocultar o impedir la detección de conductas delictivas. El rango y nivel de 

competencia del funcionario que comete los hechos irregulares, entendiendo que 

cuanto mayor sea el grado de poder, cuanto más especializada sea su función en 

relación con los actos, mayor será su responsabilidad para conocer y comprender 

correctamente estas faltas. las circunstancias en que se cometió el hecho. Múltiples 

errores ocurren simultáneamente. Uno o más servidores están involucrados en 

actividades irregulares. Reincidente. Continuidad de errores. Beneficios obtenidos 

ilegalmente (si corresponde). (Ley de Servicio Civil N° 30057 de 2013). 

2.2.1.10. Sanciones aplicables. 

Según el artículo 88, “se prevén las siguientes sanciones por faltas 

disciplinarias: Amonestación verbal o escrita. Suspensión sin sueldo de un día a 

doce (12) meses. despedido. Cualquier sanción aplicada a un servidor debe ser 

documentada en el legajo”. Ley nro. 30057, Ley de Servicio Civil, (2013).” 
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2.2.1.11. Amonestación Escrita. 

Según Alcocer, (2016), afirma que “Las infracciones generales se sancionan 

con una amonestación por escrito, exigiendo que se reconozcan como infracciones 

menores. Esto es importante porque si se producen estas infracciones, pero el 

resultado es semigrave, grave o muy grave, ya no recibirán amonestación por 

escrito, sino que serán suspendidos, cesados temporalmente o destituidos, según 

corresponda”. (p. 37). 

2.2.1.12. La suspensión y la destitución. 

De acuerdo al artículo 90 de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil (2013), 

señala que: “En caso de incumplimiento y estando demostrado la sanción 

disciplinaria el trabajador puede ser suspendido 365 días sin goce de 

remuneraciones o haberes, la cual tiene derecho a recurrir a las instancias 

correspondiente de acuerdo a ley para proteger sus derechos”. (p. 345). 

En caso de ser destituido también se debe accionarse de acuerdo a la ley 

para que no se vulnera derechos laborales y concurra un perjuicio laboral en su 

ámbito personal, profesional e incluso familiar. 

Por otro lado, según Escobar, (2017), señala que: “La suspensión incluye la 

terminación temporal de las obligaciones de servicio de un empleado y la obligación 

del empleador de remunerar por una infracción menor o reincidencia. Tendrá la 

duración que el empleador estime conveniente, y lo ideal es que tanto el motivo 

como la duración de la suspensión estén consignados en el Código del Trabajo u 

otras normas internas de la empresa que se hayan comunicado con antelación a los 

trabajadores. También se debe hacer un registro de su uso en el expediente del 

empleado para su uso en caso de reincidencia y, posiblemente, incluso para permitir 

que el empleado sea despedido por el mismo hecho incurrido”. (p. 467). 

2.2.1.13. Prescripción. 

Según el artículo 94 de la Ley 30057 de la Ley del Servicio Civil (2013) 

dispone que: Para sancionar a un trabajador público la sanción disciplinaria caduca 

a los tres años para efectuar esa sanción y un año de conocido la conducta 

disciplinaria por la oficina de recursos humanos o quien haga sus veces. 

Se tiene en cuenta que el procedimiento administrativo establece que la 

autoridad competente debe resolver el acto calificativo tipificada como falta 
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disciplinaria, dentro de un plazo de 30 días, salvo la complejidad del proceso y no 

debe abarcarse a un año para no vulnerar derechos. 

2.2.1.14. Prueba. 

Según Herrero, (2020), afirma que: “En derecho administrativo, la actividad 

probatoria de un órgano administrativo no se limita a la prueba existente en el 

expediente, ni se limita a la prueba (hechos formales) que el órgano administrativo 

tiene o puede presentar voluntariamente. Dado que las acciones del poder ejecutivo 

están dirigidas a proteger los intereses públicos, se debe verificar la autenticidad 

real (autenticidad sustancial) para que las consecuencias jurídicas de las normas se 

apliquen efectivamente a los presupuestos que se comprometen”. (p. 329). 

2.2.2.  Bases teóricas de la segunda variable. 

2.2.2.1.Tutela administrativa efectiva. 

Esta tutela esta refrendada por la constitución en la cual el funcionario o 

servidor público tiene ese derecho de protegerse por la garantía o tutela que el 

ordenamiento jurídico lo reconoce, cuando se inicia un proceso sancionador.” 

Esta tutela debe ser garantizada en un procedimiento según Canosa, (2017) 

señala que: “Se debe regular al debido proceso porque si no se acciona protegiendo 

este principio entonces en el desarrollo del procedimiento contraviene la tutela 

administrativa, desprotegiendo al trabajador sancionado y creando proceso que no 

tienen razón legal; teniendo en cuenta que esta garantía incluye ciertos derechos y 

obligaciones al trabajador, como la buena marcha en el ámbito público, buena 

administración y buen gobierno en la administración pública.”. (p. 78) 

La Corte Interamericana ha fijado un interesante estándar interpretativo, al 

postular que el Artículo 8º del Pacto pese a titularse garantías judiciales: “al iniciar 

un proceso sancionador se debe cumplir con la ley y los salvaguardando principios 

constitucionales para que el funcionario público reciba la tutela administrativa y se 

accione con legalidad en cualquier acto emitido del Estado”.  

En efecto, si bien inicialmente la aplicación del Artículo 8º se efectuaba en 

los estamentos de procesos judiciales, se debe considerar que conforme ha ido 

evolucionando la corte, la tutela que en los estamentos de procesos judiciales se han 

venido cumpliendo, la misma se ha extendido en los ámbitos administrativos, en 
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razón que la ley expone que se debe proteger derechos fundamentales regulados en 

la constitución.  

Este hito evolutivo se resume en que: Se deben proteger derechos con las 

garantías administrativas que permita alcanzar decisiones justas en el campo 

sancionador; siendo que utilizar los principios administrativos en dicho campo, se 

cumple a cabalidad el respeto irrestricto de los derechos fundamentales; por lo que, 

en la administración existe un debido proceso administrativo en la cual se regula y 

es recogida en la ley administrativa. 

Cabe señalar, que la idea de efectividad en el resguardo y protección de los 

derechos ha sido inicialmente desarrollada y aun, en la actualidad se encuentra en 

su mayor auge, en torno a la sistemática judicial, como en lo administrativo; por lo  

que al iniciar un proceso administrativo sancionador al funcionario público o 

servidor público, se debe cumplir con el debido proceso y la tutela efectiva dentro 

del campo administrativo; así como salvaguardar los derechos de los mismos, por 

lo tanto, al sancionar se debe respetar esos derechos para no sancionar 

arbitrariamente. 

Este concepto deriva “de la doctrina de la Declaración de Derechos de 

América del Norte contenida en la Quinta Enmienda de la Constitución de América 

del Norte. Su definición no distingue la naturaleza del procedimiento. Este principio 

se aplica sin dificultad a los procedimientos judiciales, administrativo o inclusive, 

respecto de los procesos judiciales que se lleven a cabo en las personas jurídicas 

privadas. Así, la doctrina internacional y nacional y la jurisprudencia nacional 26 

prevén un debido proceso similar al establecido previamente por la doctrina del 

common law”. (Guzmán, 2016). 

De esta manera también es necesario resaltar el aporte, “en todo país 

democrático, el constitucionalismo, como expresión formal, significa respetar los 

derechos, reglas, principios y garantías fundamentales, que están consagrados en 

todas las normas y deben ser respetados y garantizados en todos los procedimientos, 

no solo en los casos penales o incluso en los procesos judiciales, sino también en 

los procedimientos administrativos.  Así, existen normas relacionadas con las 

garantías judiciales que definen principios y reglas como el principio de igualdad, 
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la seguridad jurídica, el derecho a la presunción de inocencia y garantías como la 

defensa efectiva y la legalidad de los medios de prueba”. (Oyarte, 2016).  

Este aporte, debe cumplirse con los principios constitucionales al momento 

de apertura o inicio en las investigaciones preliminares y durante todo el 

procedimiento administrativo, a fin de administrar justicia bajo la legalidad del 

debido proceso y tutela administrativa. 

Es así, que en un procedimiento es coherente de definirse como un conjunto 

de garantías básicas de que el proceso administrativo es valido y sobre todo justo. 

Sin embargo, el juicio justo se entiende que se circunscribe en el debido proceso 

legal para la impugnación de las decisiones de las autoridades y el derecho a 

defender o justificar las decisiones de las autoridades competentes.  (Morón, 2017).  

Castillo, (citado por Guzmán, 2016), señala que: “Según las teorías es 

necesario aplicar la legalidad jurídica para sancionar a los funcionarios públicos 

porque caso contrario se recae en la vulneración de los derechos y se contraviene el 

debido proceso y tutela administrativa, donde quien resulta perjudicada es el 

trabajador. En esa línea, el proceso principal concuerda, teniendo en cuenta la 

decisión de acuerdo con el proceso exacto de acuerdo con la ley, lo que demuestra 

los criterios mínimos de racionalidad, igualdad de la relación, ajustado de acuerdo 

con los requisitos oficiales y una evaluación satisfactoria de una decisión justa 

relacionada con los conflictos, que se determina como un medio para proteger 

contra el ámbito social.”. (Guzmán, 2016). 

El Tribunal Constitucional indica que: “ha manifestado en diversas 

jurisprudencias que el debido proceso tiene sus garantías en el ámbito público y no 

solo en los procesos judiciales; acotado que las mismas, son complejas porque no 

consisten solo en garantías expresadas en normas jurídicas, sino que al aplicar el 

debido proceso y tutela jurisdiccional administrativa, protege derechos de la 

dignidad humana”. (Morón, 2017).  

La Constitución Política del Perú, en el artículo 139°, inciso 3) señala: “que 

en lo correspondiente a los principios de la administración de justicia, toda persona 

tiene el derecho de no ser sometidos a procesos que no se encuentren establecidos 

conforme a ley, ni juzgados en procesos judiciales, vulnerando el debido proceso y 

la tutela jurisdiccional, que por ley se encuentra predeterminada, por lo tanto, no se 
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puede vulnerar los derechos del funcionario público o servidor público con 

sanciones sin legalidad jurídica, eso se advierte porque existen responsables sin 

conocimiento de la ley y se vulneran derechos en los procesos administrativos”. 

(Huapaya, 2005). 

2.2.2.2.Tutela administrativa efectiva en el principio de legalidad. 

Asimismo, el TUO de la Ley N° 27444 establece “el principio de legalidad 

en el ámbito del derecho administrativo, sólo a través de normas con fuerza de ley 

pueden los órganos del Estado otorgar facultades sancionadoras a las normas 

administrativas pertinentes que se aplican a los gobernados, y no pueden intentar 

privarlos de la libertad sin causa justificada”.” (Guzmán, 2016).  

Así, el Tribunal Constitucional “refiere que el principio de legitimidad se 

basa en el texto un estado democrático, es decir el principio exige que la ley no sólo 

defina los delitos; sino que también los actos estén bien delimitados y prohibidos, 

sin olvidar el uso de analogías o reglas generales en la clasificación de las 

prohibiciones, las cuales se establecen que son principios fundamentales los 

principios de culpabilidad, legalidad jurídica, y otros principios”.” (STC. Exp. N° 

05408-2005-PA/TC.) 

Cabe señalar que ninguna autoridad administrativa podrá establecer, 

mediante orden o acto administrativo, sanciones de tal naturaleza que la autoridad 

administrativa limite su actuación a la imposición de tales sanciones, las cuales 

vulneran los derechos fundamentales de los servidores públicos, los cuales sólo 

están directamente regulados por la ley. En este sentido, las normas describen las 

medidas de responsabilidad por las faltas de las personas naturales y jurídicas que 

corresponden a las normas en la jerarquía del derecho y no se configuran como 

antijurídicas. (Morón, 2017). 

2.2.2.3.Teoría de los derechos fundamentales en la tutela administrativa 

efectiva  

“Es importante resaltar que el sistema administrativo tiene sus 

complicaciones por diversos factores una de ellas es que las autoridades que forman 

parte de la entidad no están capacitados para efectuar sanciones, contraviniendo el 

debido proceso y tutela jurisdicional, de esta manera se demuestra la vulneración 

del trabajador; siendo que en una lógica o derecho natural, se valida la creación de 
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los derechos fundamentales y valores reconocidos en años anteriores, del cual 

deben ser reconocidos en la actual constitución”. (Fernández, 2008).  

“Es necesario tener en cuenta que los derechos fundamentales es inverosímil 

que se les considere o evalúe por separado, por lo que, tanto en lo filosófico y 

axiomático se encuentran orientados al ordenamiento jurídico del Estado; siendo 

que referente a la legalidad jurídica se debe proteger derechos de los trabajadores y 

otorgarles tutela administrativa, caso contrario la autoridad sancionadora incurre en 

error de hecho y derecho, que resultaría infalible que pueda acarrear procesos 

judiciales y conllevaría carga procesal administrativa y también en el poder 

judicial”. (Ferrajoli, 2013). 

2.2.2.4.El debido procedimiento administrativo y tutela administrativa 

efectiva. 

“Al utilizarse el principio de la tutela administrativa en las sanciones se está 

accionado con legalidad, respetando sus derechos fundamentales del trabajador 

regulada en la constitución, así de esta manera se conlleva a un clima laboral de 

calidad y se produce más trabajo en el campo administrativo favoreciendo a los 

usuarios”. (Gordillo, 2014, p. 400).  

En este sentido, el numeral 2.1 del artículo IV del Preámbulo y el numeral 2 

del artículo 230 de la Ley N° 27444 “De los Procedimientos Administrativos 

Generales” establecen el procedimiento legal por el cual se imponen las sanciones 

en instituciones públicas, que se aplicará en el proceso, con garantías procesales. 

Estos principios también implican que se desarrolle un proceso justo, que incluye 

el derecho del trabajador a exponer sus argumentos, presentar medios de prueba, lo 

que conllevará a que la decisión tomada sea con base en la ley. 

Es necesario cumplir con lo que manifiesta esta ley porque se requiere una 

tutela administrativa del trabajador, porque existen sanciones administrativas que 

vulneran el debido procedimiento administrativo y causa daño psicológico en el 

trabajador al ser sancionado de mala fe. 

En este sentido, dado que el principio en cuestión se aplicaría en un sentido 

amplio, la Corte Constitucional declaró que tiene tres niveles paralelos de 

aplicación. El primero supone que todos los sujetos a fiscalización están sujetos a 

procedimientos administrativos en espera de la emisión de resoluciones 
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administrativas que les afecten. Por otro lado, la Corte concluyó así que la 

administración pública está obligada a tomar decisiones respetando los códigos de 

conducta, de modo que la presentación de los actos administrativos, directos o 

adjudicados, tenga carácter de autoridad.”  

De igual manera, se debe tener en consideración que los servidores deben 

recibir capacitación del origen de lo concerniente del procedimiento por parte de la 

administración pública según la (sentencia, ref. 1628-2003-AA/TC). En este 

expediente se fundamenta sobre la administración que dicho tribunal reconoce las 

garantías que se encuentran dentro de la esfera del procedimiento administrativo, 

para lo cual realiza una interpretación axiológica sobre los derechos; siendo que, es 

de suma importancia en los mismos, al momento de determinar las sanciones, 

debiendo respetar el debido proceso y tutela administrativa. Para ello se requiere 

notificar a los administrados cumpliendo el plazo, para que puedan hacer valer sus 

derechos al contradecir la resolución administrativa. Por estas razones el 

procedimiento administrativo tiene sus requisitos en razón que se debe proteger 

derechos. 

2.2.2.5.Garantías de la tutela administrativa efectiva en el procedimiento 

administrativo.  

Es necesario identificar los procedimientos que se deben cumplir en la tutela 

administrativa, de acuerdo a los procedimientos administrativos establecidos:  

Exposición de argumentos y derecho a la defensa: Es importante aplicar 

las normas legales las cuales están consagradas en la Cláusula 1.2, Artículo IV del 

título preliminar del TUO de la Ley Nro. 27444, Ley de Procedimientos 

Administrativos Generales, que establece que en todos los organismos de la 

administración pública, el administrado o servidor público, tienen ese derecho que 

los ampara, esto es a fin de proteger, en si el derecho a su defensa. Así mismo se 

debe cumplir con el debido proceso regulada en el inciso 4) del artículo 234 de la 

Ley N° 27444 de la Ley general de Procedimiento Administrativo en la cual 

también establece que el administrado pueda contar con un plazo razonable para 

ejercer el referido derecho de defensa,  así como el respeto del debido proceso y 

tutela jurisdiccional en razón de dicho derecho. La Corte Constitucional señala que 

el derecho a la defensa consiste en plantear oposición, contradicción o presentar 
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pruebas nuevas, argumentando lo señalado por el funcionario público, esto es, con 

la finalidad de proteger su derecho de defensa y en si un correcto proceso, así mismo 

es menester acotar que en caso se vulneren o transgreden el derecho reconocido de 

los servidores públicos, por establecer condiciones innecesarias dentro de un 

procedimiento se quebrante el derecho de defensa del administrado. (Sentencia, 

Expediente N° 3741-2004-AA/TC).  

Derecho a ofrecer y producir pruebas: Está regulado en el numeral 1.2 

del artículo IV del título preliminar de la Ley Nro. 27444 Ley General de 

Procedimiento Administrativo. Establece que el administrado posee la facultad de 

adjuntar los medios probatorios que acrediten la veracidad y proteger sus derechos, 

esto es a fin, que pueda garantizar un correcto procedimiento, y la autoridad emita 

o determina una sanción sin arbitrariedades y acorde a ley. La Corte Constitucional 

manifiesta que es necesario acreditar y valorar cada medio de prueba que sea 

presentada ante la autoridad, siendo la misma, responsable de verificar y determinar 

la culpabilidad del administrado; por lo que estos derechos están protegidos por la 

ley. De esta manera se debe proteger derechos de los sancionados y además no 

vulnerar su derecho a la defensa. (Sentencia, Expediente N° 3741-2004-AA/TC). 

Derecho a la notificación: Cuando existe una resolución administrativa se 

debe notificar al administrado para que pueda hacer valer sus derechos a la defensa, 

el cual está regulado en el artículo 2 inciso 23) de la constitución, debiendo 

notificarse adecuadamente con legalidad jurídica para que los administrados puedan 

proteger sus derechos  y de igual manera por parte de la administración pública que 

haya emitida un acto acorde a ley (sentencia, expediente núm. 05658-2006). -

PA/TS). De igual forma, el Tribunal anterior destacó que el respeto al derecho a ser 

informado es primordial en la realización de procesos administrativos disciplinarios 

en los que sólo la notificación oportuna de cargos contra los administrados permite 

el adecuado ejercicio del derecho de defensa. (Sentencia, Expediente N° 1109-

2002– AA/TC).  

Derecho de acceso al expediente: Regulado en el art. 160 de la Ley Nro. 

27444, Ley General de Procedimiento Administrativo General, todas las 

instituciones deben facilitar al administrado la revisión de los expedientes para su 

derecho a la defensa, sin negarle que todo administrado requiere proteger sus 
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derechos. Únicamente, se exceptúan los documentos que contengan información de 

la que se sepa que podrían vulnerar ciertos derechos que se encuentran amparados 

por la constitución. Por lo expuesto solo se requiere hacer revisar el expediente con 

la información necesaria sin contravenir información que vulnere derechos a la 

intimidad, por estar regulada en la constitución. (Resolución N° 1109-2002-

AA/TC). De igual manera, se ha de tener en cuenta que el pedido para acceso al 

expediente, se puede realizar, tanto de manera verbal como por escrito, sin 

necesidad de una previa aceptación por parte de la autoridad. Por lo tanto, se puede 

argumentar que la garantía desarrollada permite a los trabajadores acceder en 

cualquier momento a los antecedentes, investigaciones, informes, opiniones o 

cualquier otro material contenido en la carpeta o expediente del administrado, a fin 

de contar y obtener la información relevante y preponderante para ejercer 

adecuadamente su derecho de defensa.  

El derecho a una decisión motivada y fundada en derecho se encuentra 

reconocido en el numeral 1.2 del Artículo IV del Título Preliminar de la Ley 

N° 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General. Toda institución 

pública debe emitir resoluciones motivadas de acuerdo al artículo 139 inciso 5) de 

la constitución para que se pueda proteger los derechos de los administrados. La 

motivación es un presupuesto legal que nos ayuda a recurrir a la impugnación en 

caso de existir una deficiente o aparente motivación de la resolución y de esta 

manera vulnerar sus derechos de los sancionados sin legalidad jurídica regulada en 

la (Ley N° 27444, artículos 3 y 6). Por lo tanto, esta garantía, obliga a la autoridad 

a documentar sus decisiones en hechos y que determinen la viabilidad de la decisión 

acorde a derecho; siendo que, se deduce que la correcta motivación debe estar 

regulada en los fundamentos de hecho, derecho y medios probatorios para sancionar 

con legalidad. 

Cuando se analiza una resolución y se encuentra una deficiente o aparente 

motivación, se entiende que se vulnera los derechos de los sancionados, porque los 

mismos deben recurrir a los medios probatorios señalados en las resoluciones, no 

debiendo existir vacíos y las resolución estar claras y precisas, así como legibles, 

esto, a fin de que tengan la posibilidad de permitirles realizar un debido descargo, 

para proteger sus derechos, en caso de suceder ello es necesario recurrir al tribunal 



50 
 

disciplinario en razón que por falta de una adecuada preparación en el acto 

administrativo se sanciona a inocentes. 

La Corte Constitucional ha manifestado que si no se cumple con los 

presupuestos de la motivación y se vulneren derechos de los sancionados sin 

legalidad jurídica, porque pierden el campo laboral y para retornar deben recurrir al 

ámbito judicial y es esta razón que rompe el clima institucional en la institución 

según el (Expediente N° 4289-2004-AA/TC). Asimismo, TC declara que esta 

garantía implica el cumplimiento entre lo requerido y lo permitido. (Sentencia, 

Expediente N° 8605-2005- AA/TC).”  

Derecho a la presunción de licitud: Regulada en el inciso e) del artículo 

2, inciso 24 de la Constitución Política del Perú dispone que “toda persona se 

presume inocente mientras no se pruebe su responsabilidad”. Del mismo modo, el 

art. II, numeral 1, del preámbulo del Código Procesal Penal establece que “para 

responsabilizar penalmente a una persona es necesario reunir pruebas suficientes de 

la acusación y actuar con las garantías procesales. Las dudas sobre la 

responsabilidad penal deben resolverse a favor del imputado”. Al respecto, la Corte 

Constitucional señaló que el derecho a la presunción de inocencia obliga al tribunal 

a reunir pruebas suficientes para desvirtuar la inocencia de todos los imputados, ya 

que no es posible condenar sobre la base únicamente de los hechos por simple 

especulación (sentencia, causa Nro. 08811 -2005-PHC/TC). Asimismo, la Corte 

señaló que el derecho a la presunción de inocencia también se aplica en los 

procedimientos administrativos. A nivel administrativo, esta garantía prohíbe la 

transferencia de la carga de la prueba al administrado. (Sentencia, Expediente N° 

2192-2004-AA/TC).  

En cuanto a la inocencia o licitud del administrado se debe proteger porque 

les permite efectuar su descargo o contradicción en la cual tienen derechos de 

acuerdo a los principios: derecho a la defensa, celeridad, economía procesal, debido 

proceso, tutela jurisdiccional entre otros. De otro lado, esta presunción se 

quebrantaría si la autoridad logra reunir los medios de prueba suficientes que 

corrobore y reconozca que el servidor público o funcionario, ha incurrido en falta 

disciplinaria; así como todos los elementos que prueben su culpabilidad, para contar 
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en su decisión con convicción y certeza del hecho, para ser finalmente resuelta el 

acto administrativo final de la acusación. 

Derecho al plazo razonable: Se debe cumplir los plazos establecidos en 

los procesos administrativos para proteger sus derechos de los administrados, 

porque si no se cumple, se contraviene el debido proceso y tutela jurisdiccional 

administrativa, porque cada plazo precluye y no se puede retornar, debiendo 

plantearse nulidad procesal administrativa y anular todo el procedimiento 

administrativo; siendo que esta garantía exige evitar que se desarrolle el proceso de 

manera extensa, el cual perjudicaría al administrado por generarle cierta 

inseguridad jurídica en su ámbito laboral. La Corte Constitucional hace conocer que 

se debe cumplir con los plazos para desarrollar el procedimiento administrativo, 

cumpliendo con el debido proceso y tutela administrativa (Sentencia, Expediente 

N° 3778-2004-AA)/TC). Asimismo, esta institución constitucional expresa que se 

deben respetar los principios implícitos de celeridad, oficio y sencillez a fin de 

evitar dilaciones innecesarias durante los procedimientos administrativos; haciendo 

hincapié, que todo proceso tiene su particularidad, como la complejidad del hecho, 

la actitud o comportamiento del trabajador y de ser el caso, de las autoridades.  

(Sentencia, Expediente N° 1966-2005-PHC/TC).  

Derecho a ser investigado por una autoridad competente: Regulado en 

el artículo 61 de la Ley Nro. 27444, Ley de Procedimientos Administrativos 

Generales, que todo administrado debe ser sancionado por la autoridad que tiene 

competencia sin vulnerar el debido proceso y la tutela administrativa. Del mismo 

modo, el art. 248 inciso 1 establece que, se debe cumplir con el principio de 

legalidad, del cual solo las entidades que han adquirido la potestad sancionadora, 

tiene la facultad de establecer sanciones a los administrados o servidores, del cual, 

son efectuadas o seguidas por las autoridades competentes quienes accionan con la 

sanción disciplinaria correspondiente. Por su parte, el art. artículo 80 de la referida 

ley, establece que es necesario recurrir a la autoridad competente para que emita su 

pronunciamiento frente a la sanción disciplinaria para proteger derechos del 

sancionado, teniendo en consideración las particularidades aplicables al caso. Son 

estas consideraciones que la Corte Constitucional indico que las actuaciones 

administrativas deben ser practicadas o efectuadas por una autoridad que ejerza la 
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autorización por ley, para accionar con legalidad y justicia (sentencia, número de 

referencia 0026-2004-AI/TC); por lo que, argumento que la utilización de un 

procedimiento administrativo por parte de una autoridad que no tiene competencia 

o no se encuentre legitimidad para efectuar una sanción se contraviene la legalidad, 

legitimidad, debido proceso, tutela jurisdiccional y seguridad juridica. (Sentencia, 

Expediente N° 0071- 2002-AA/TC).  

Derecho a ser investigado por una autoridad imparcial: Se debe aplicar 

el principio de imparcialidad regulada en el numeral 1.5 del artículo IV del TUO de 

la Ley N° 27444 “Ley General de Procedimiento Administrativo General”. En toda 

sanción disciplinaria se debe aplicar el principio de imparcialidad para no vulnerar 

sus derechos del sancionado, toda vez que se puede entender que la decisión tomada 

por las autoridades, contraviene los derechos de las personas al ser sancionado sin 

legalidad. En razón, que en caso haya algún tipo de conexión de la autoridad con el 

administrado, en este caso, la autoridad tiene la facultad de solicitar o presentar su 

abstención; de igual modo, esta garantía obliga a las autoridades, a no dejarse influir 

por comentarios o noticias, al momento de tomar una decisión. Por lo tanto, las 

decisiones legales en las sanciones deben estar consignadas por la conducta del 

trabajador en la ley y de esta manera debe ser sancionado con imparcialidad. 

Derecho a impugnar las decisiones administrativas: Este es un principio 

que todo sancionado disciplinariamente por el estado debe recurrir a la legalidad a 

través de la impugnación, porque tiene derecho a recurrir según la constitución 

artículo 139 inciso 6) y manifestado en expediente N° 0606-2004-AA/TC. 

Asimismo, el Tribunal señaló que dicho derecho implica una oportunidad 

sumamente importante para el servidor público cuando se contravienen o violen sus 

derechos y tenga la facultad de efectuar la impugnación de las decisiones 

administrativas, ante el SERVIR, en la cual protege derechos porque pueden ser 

sancionados por diversos factores, como una incorrecta motivación o valoración de 

pruebas de descargo, por factores sociales, siendo uno de ellos la venganza u otros 

problemas entre las personas. (Sentencia, Expediente N° 3741-2004- AA/TC).  

Ne bis in ídem: Este principio es fundamental porque ninguna persona 

puede ser sancionada dos veces por el mismo hecho, en otras palabras la autoridad 

se encuentra imposibilitada de imponer dos sanciones a un trabajador por la misma 
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conducta, del cual, en algunas instituciones públicas se han sancionado por el 

mismo hecho dos veces, lo cual genera la vulneración de los derechos de la persona. 

(Sentencia, Expediente N° 2050-2002-AA/TC). Por lo expuesto, el Tribunal indica 

de manera expresa la prohibición de imponer una sanción disciplinaria a un 

trabajador por el mismo hecho realizado, lo cual constituye una vulneración de los 

derechos del servidor y exceso de poder del Estado. 

Principio de publicidad de normas procedimentales: Referente a la Corte 

Constitucional sostuvo que el artículo 109 de la Constitución Política dispone que 

la ley rige a partir de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, siendo aplicable 

a los mandatos normativos que se refieran a la objetividad y abstracción. Para lo 

cual, la publicación en el Diario Oficial es una condición importante para la entrada 

en vigor de la ley y de cualquier norma jurídica.” 

2.3. Marco conceptual.  

Amonestación: “Es considerada como una llamada de atención de forma 

verbal cuando el funcionario o servidor público omite o actúa afectando la 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el desarrollo de sus 

funciones, en caso de no cumplir con el reglamento interno de trabajo; teniendo en 

cuenta que dicha amonestación no se deja constancia en el legajo del servidor ni se 

registra en el registro de sanciones de servidores públicos”. (Canosa, 2020, p. 89). 

Carácter disciplinario: “Esta referida a que la persona debe cumplir con lo 

que establece la ley para no ser sancionado de acuerdo a la legalidad y como aquel 

que establece la subordinación y sujeción a determinadas reglas los cuales se 

imponen a los trabajadores vía corrección a las faltas cometidas por los funcionarios 

o servidores públicos”. (Espinoza, 2020, p, 56). 

Destitución: “Es una sanción administrativa que consiste en emitir un 

pronunciamiento administrativo cuando el trabajador ha incumplido la ley y debe 

ser sancionado con la mayor sanción, porque la conducta ha afectado la legalidad, 

honradez y eficiencia en el desempeño de funciones, del cual, se acuerdo a las 

condiciones de la determinación de sanción se califica en muy grave y por lo tanto 

debe ser destituido”. (García, 2021, p. 78). 

Faltas: “la comisión de faltas se refiere a las violaciones de las obligaciones 

de carácter general impuestas por un marco normativo especifico, del cual, se 
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configura por el incumplimiento de deberes, responsabilidades u obligaciones y se 

lleva a cabo mediante acciones u omisiones de los servidores públicos, los cuales 

se encuentran comprendidos dentro de un procedimiento administrativo. En tal 

sentido, se entiende que las conductas que configuran una falta, se deben encontrar 

reconocidas en un ordenamiento jurídico; siendo las mismas consideradas como 

faltas leves, graves o muy graves, y pueden ser sancionados con llamada de 

atención, amonestación escrita, suspensión o el termino de contrato (destitución).” 

(García, 2016, p. 56). 

Gravedad: “La gravedad comprende a la magnitud de la comisión del 

hecho incurrido por el servidor o funcionario público que configura falta 

disciplinaria, por lo que, la autoridad está en la obligación de verificar cada prueba 

con una debida valoración para cada hecho individual, así como de tener en cuenta 

los antecedentes, las circunstancias y las condiciones reguladas en la ley, al 

momento de tomar una decisión.” (Guzmán, 2016, p. 45). 

Procedimiento administrativo disciplinario: “Es el instrumento procesal 

del Estado, a través del cual tiene la potestad o facultad de imponer sanciones a las 

acciones realizadas por acción u omisión de los servidores o funciones públicos, en 

el ejercicio de sus funciones, reconocido por ley como ius puniendi. En tal sentido, 

solo conforme a lo dispuesto en la ley se puede otorgar poder a las entidades para 

sancionar y en el curso de los procedimientos administrativos deben existir 

autoridades competentes, cumplimiento a cabalidad de los plazos, valoración de las 

pruebas, debida motivación, tutela efectiva y reglas que garantice el ejercicio de la 

garantía que posee el servidor, como el derecho de defensa, con la finalidad de 

sancionar al trabajador sin contravenir la ley e incurrir la entidad en actos de 

arbitrariedad”. (Lara, 2019, p. 45). 

Prueba: “La prueba que rige como pauta fundamental para obtener 

seguridad jurídica, ya que, de esta manera, el Estado estaría cumpliendo con su 

función esencial que es la de administrar justicia, pues la prueba permite que se 

apliquen correctamente las normas jurídicas para concluir en la existencia de una 

responsabilidad de una conducta”. (Mendoza, 2019, p. 34). 

Regímenes de sanciones: “el servidor o funcionario publico que incurre en 

un incumplimiento, se encuentra inmerso en un proceso disciplinario, a fin de que 
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de alguna manera se restaure la acción contraria a ley, y reprimir las conductas 

ilícitas actuadas o omitidas, que de acuerdo los alcances de la Ley de Servir, se 

encuentras determinadas según su gravedad y la conducta del trabajador”. (Ossa, 

2009, p. 23). 

Suspensión: “Es una sanción administrativa excepcional, temporal y de 

manera cautelar que se le concede a un servidor o funcionario público cuando se ha 

llevado a cabo un procedimiento administrativo disciplinario y por determinadas 

circunstancias, este deja sin efecto el acto administrativo”. (Portilla, 2018, p. 90). 

Tutela administrativa efectiva: “Regula todo el procedimiento 

administrativo, aportando la especificidad de la jurisdicción a los procedimientos 

administrativos. La garantía comprobada es un continente de normas que rigen 

todos los procedimientos administrativos, no sólo en lo relacionado a los derechos 

de las personas sino también en lo que se refiere a la eficacia de las actividades de 

gestión”. (Ramírez, 2018, p. 88). 
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CAPÍTULO III 

HIPÓTESIS 

3.1. Hipótesis general. 

“El procedimiento administrativo disciplinario influye significativamente en 

la tutela administrativa efectiva en el descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021.” 

3.2. Hipótesis específicas. 

El régimen de sanciones influye significativamente en la exposición de 

argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

El régimen de sanciones influye significativamente en el ofrecimiento de 

pruebas en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

El procedimiento sancionador influye significativamente en la exposición de 

argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

El procedimiento sancionador influye significativamente en el ofrecimiento de 

pruebas en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

3.3. Variables 

A. Identificación de variables 
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Variable independiente 

“Procedimiento administrativo disciplinario.” 

Dimensiones 

 Régimen de sanciones  

 Procedimiento sancionador  

Variable dependiente 

“Tutela administrativa efectiva” 

Dimensiones 

 Exposición de argumentos  

 Ofrecimiento de pruebas  

3.4.Proceso de operacionalización de variables e indicadores. 

VARIABLE Concepto DIMENSIONES INDICADORES INSTRUMENTO 

“Procedimiento 

administrativo 

disciplinario” 

“Consecuencia 

jurídica por la acción 

u omisión de 

funciones de los 

servidores o 

funcionarios 

públicos, las cuales 

se aplica a los 

mismos, previo un 

proceso 

administrativo 

disciplinario”.” 

“Régimen de 

sanciones” 

 

 Sanciones 

 Amonestaciones 

 Suspensión y destitución 

 Graduación de la sanción 

 Autoridades 
 

Cuestionario y  

Guía de 

Observación 

 

 

“Procedimiento 

sancionador” 

 

 Procedimiento 

 Administrativo 

 Disciplinario 

 Prescripción 

 Medios Impugnatorios 

 Medida Cautelares 

 Medidas Correctivas 

 Registro de Sanciones 

VARIABLE Concepto DIMENSIONES INDICADORES INSTRUMENTO 

Tutela 

administrativa 

efectiva 

 

“Reconocido 

como un Derecho 

que confiere a los 

administrados, 

garantías dentro un 

procedimiento 

regular y justo. Este 

derecho debe ser 

observado por la 

administración 

Pública durante todo 

el desarrollo de los 

procedimientos 

administrativos que 

conduzcan a la 

creación, 

modificación o 

extinción de un 

derecho o la 

“Exposición de 

argumentos” 

 

 Petitorio 

 Fundamentos de hecho 

 Fundamentos de derecho 

 Adjunta jurisprudencias 

 Precedentes vinculantes 

Cuestionario y  

Guía de 

Observación 

 “Ofrecimiento de 

pruebas” 

 

 Documentales 

 Testigos 

 Peritos 

 Científicos 
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imposición de una 

sanción”.” 

Fuente: Propio de las investigadoras 
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CAPÍTULO IV 

METODOLOGÍA 

4.1. Método de investigación. 

4.1.1. Método general. 

De acuerdo a la investigación se utilizó el método científico; así como señala Carrasco, 

(2017) manifestando que es: “considerado como sistema de procedimientos, técnicas, 

herramientas, actividades, estrategias y tácticas para resolver problemas de investigación y 

probar hipótesis científicas”. (p. 269).  

El cual nos llevó a estructurar el planteamiento y formulación del problema respecto 

cómo influye el procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa 

efectiva del descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla; para posterior  

plantear o formular hipótesis en el estudio debiendo guardar relación lineal y positiva, 

aconteciendo en la búsqueda de información y obtener datos, para que luego se contraste la 

hipótesis integrando los datos y posteriormente efectuar el informe respectivo.  

Así mismo Carrasco, (2017) señala: 

“(…) Revelan las reglas del método científico y sugieren los siguientes pasos: 

formular con precisión y objetividad la pregunta de investigación; formular la pregunta de 

investigación de forma clara y precisa; formular hipótesis que puedan ser probadas dado que 

sus variables están bien definidas; proponer hipótesis para pruebas rigurosas; procesar 

objetivamente los datos enviados para proporcionar una nueva perspectiva”. (p. 291). 

4.1.2. Método específico 

Referente al método específico en el estudio se utilizó el método explicativo, como 

manifiesta Caballero, (citado en Montero y De la Cruz 2016): “permite hacerse preguntas 

para poder desarrollar con los pasos científicos de la investigación explicativa”. (p. 117).  
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De esta manera nos permitió determinar la influencia del procedimiento administrativo 

disciplinario en la tutela administrativa efectiva al descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, determinando con la base teórica los resultados con fundamento al 

problema de investigación.” 

4.1.3. Método particular. 

Referente al método particular se desarrolló con el método exegético, que según Pérez 

(citado en Montero y De la Cruz, 2016) “es el método que permite analizar, interpretar, 

fundamentar las normas, referente al trabajo de investigación”. (p. 114).  

Se basa en aplicación de varios procedimientos para poder dar un entendimiento 

verdadero y real de los hechos ocurridos y el correcto sentido y aplicación de la ley, para lo 

cual, el problema queda al estudio de la investigación y el diagnostico o valoración de los 

textos legales. 

Se ha utilizado procedimientos interpretativos siendo el gramatical, lógico y teleológico. 

La interpretación gramatical: Permite interpretar la forma de la redacción de la norma, 

a través de la sintaxis, leguaje y semántica, para aplicar en el caso concreto y proteger 

derechos. 

La interpretación lógica: Es utilizada para fundamentar lo que el legislador pretende 

manifestar en la norma y proteger derechos, precisando que se recurre a dicha interpretación 

cuando la interpretación gramatical es deficiente. 

La interpretación teleológica: Está relacionada a la voluntad que tiene el legislador al 

momento de presentar la norma y aplicar de acuerdo al caso. 

4.2. Tipo de investigación. 

En la investigación se ha el tipo aplicada, que al referenciar al autor Abarza (2012), 

afirma: 

“En la investigación aplicada, el investigador busca solucionar un problema conocido y 

encontrar respuestas a preguntas específicas. En otras palabras, el énfasis de la investigación 

aplicada es la resolución practica de los problemas. La investigación aplicada puede ser 

utilizada para conseguir información sobre mercados, competidores y clientes. Por ejemplo, 

la investigación puede ayudar a definir el mejor lugar donde ubicar una tienda y el tamaño 

de mercado. También puede ser utilizada para monitorear acciones que fueran competitivas. 

La investigación de clientes determina lealtad, satisfacción y preferencias de uso del 

usuario”. (p. 78). 

La investigación se realizó dentro de los parámetros de una investigación aplicada, ya 

que permitió describir, explicar, predecir o traducir la realidad de un problema específico 
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mediante la recopilación de datos utilizando las pautas de observación de documentos 

administrativos y encuestas de funcionarios de unidades estructurales, se utilizó para 

encontrar los principios y leyes generales que permiten organizar las teorías científicas; por 

ello, el estudio es de tipo aplicado, pues se identificó como variable de estudio el 

procedimiento disciplinario y la tutela administrativa efectiva del personal del hospital de 

Ventanilla.   

4.3. Nivel de investigación. 

En cuanto al nivel de estudio fue explicativo, porque, según Valderrama, (2018) “La 

investigación explicativa busca las causas o raíces de los eventos físicos o sociales. Como 

su nombre indica, es responsable de encontrar la causa de un problema mediante la 

determinación de las relaciones causales y sus efectos”. (p. 13).  

Permitiendo explicar las dos variables y determinar la influencia del procedimiento 

administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva al descargo que fundamenta 

el personal del Hospital de Ventanilla. 

4.4. Diseño de investigación. 

Se ha utilizado en la investigación el diseño no experimental, al no haberse manipulado 

la variable independiente. Estando refrendada en la investigación explicativa, que según 

Montero y De la Cruz (2016) nos refiere: “el estudio permite medir la causa y efecto entre 

las variables independiente sobre la variable dependiente para que se pueda explicar”. (p. 

140).  

Estando expresada con el propósito del tipo de investigación para explicar cómo se 

comportan estas dos variables en una determinada situación para que se puedan medir las 

variables observables, ya sea que estén afectadas en un mismo sujeto o no, y luego el 

instrumento pueda ser analizado al usar estratégicamente. En el estudio se determinó la 

influencia del procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva 

al descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla. 

El diseño de la investigación presenta el siguiente esquema:  
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                            O1 

M  = 

                           O2 

 

 

Donde: 

M : Muestra planificada para la investigación 

O1: Se observa la variable: Procedimiento administrativo disciplinario. 

O2: Se observa la variable: Tutela administrativa efectiva. 

4.5. Población y muestra. 

4.5.1. Población. 

Al conformar la población, según Carrasco, (2017) manifiesta: “es considerada como el 

universo, situadas en el lugar donde se desarrolla el trabajo (in situ), que se utiliza para luego 

seleccionar la muestra”. (p. 237). Por lo tanto, al fundamentar la población del estudio estuvo 

conformada por treinta servidores del Hospital de Ventanilla y quince expedientes con 

procedimiento administrativo disciplinario del Hospital de Ventanilla.” 

4.5.2. Muestra. 

Para identificar la muestra se consignó la no probabilística, porque se ha utilizado el 

criterio de las investigadoras para clasificar la muestra. El aporte de Hernández, Fernández 

y Baptista (2000) expresan: “en las muestras de este tipo, la elección de los sujetos no 

depende de que todos tengan la misma probabilidad de ser elegidos, sino de la decisión de 

un investigador/a o grupo de encuestadores/as”. (p. 226). 

La muestra estuvo conformada por el método no probabilístico, con un muestreo 

intencional siendo; veinte servidores y ocho expedientes con procedimiento administrativo 

disciplinario del Hospital de Ventanilla, que serán analizados para determinar la influencia 

del procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva al 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla. 

4.6. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 

4.6.1. Técnica de recolección de datos. 

a. Encuesta.  
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Para este aspecto se utilizó la técnica de la encuesta, siendo aplicada a la realidad de la 

investigación para recepcionar las opiniones de los servidores públicos del Hospital de 

Ventanilla, lugar donde se consiguió la información, permitiendo tener datos cuantitativos y 

cualitativos, al haber observado las características de la decisión de las autoridades que han 

ejercido competencia dentro de un procedimiento administrativo disciplinario; autorización 

otorgada por el Jefe de la Unidad de Apoyo a la Docencia e Investigación del Hospital de 

Ventanilla. 

b. Análisis documental.  

Para este rubro se utilizó esta técnica porque permitió analizar resoluciones de los 

procedimientos administrativos disciplinarios en el Hospital de Ventanilla situada en la 

Provincia Constitucional del Callao. 

4.6.2. Instrumentos de recolección de datos. 

Para la investigación se empleó el cuestionario, de acuerdo a la investigación fue 

validado por profesionales del derecho, siendo expertos reconocidos para otórgale el nivel 

científico a la investigación y se efectuó:  

Validez: Siendo validado por expertos en la cual fue aplicado a los sujetos procesales 

para obtener resultados y validar la hipótesis. 

Considerando el aporte de Hernández, Fernández y Baptista, (2014) expresan que “la 

validez es el grado en que el instrumento va a medir de manera estricta las variables que se 

quieren medir”. (pp. 200-201).  

Confiabilidad: Se utilizó el sistema SPSS con el fin de conseguir el coeficiente Alfa 

de Cronbach del instrumento, la cual tuvo como propósito evaluar la consistencia de los 

ítems de la variable de estudio.  

Variable 1: Procedimiento administrativo disciplinario. 

Para la variable independiente se utilizó la confiabilidad Alfa de Cronbach utilizando 

la siguiente formula: 

 

Dónde:  

K: El número de ítems   

Si2: Sumatoria de Varianzas de los Ítems 
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St2: Varianza de la suma de los Ítems 

α: Coeficiente de Alfa de Cronbach 

Estadística de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N° de Elementos 

89 5 

 

Variable 2: Tutela Administrativa Efectiva. 

Referente a la variable dependiente se utilizó la confiabilidad Alfa de Cronbach 

utilizando la siguiente fórmula: 

 

 

Dónde:  

K: El número de ítems   

Si2: Sumatoria de Varianzas de los Ítems 

St2: Varianza de la suma de los Ítems 

α: Coeficiente de Alfa de Cronbach 

 

Estadística de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N° de Elementos 

87 5 

 

4.7. Técnicas de procesamiento y análisis de datos.  

4.7.1. Estadística descriptiva. 

Se planteó esta estadística para lograr tener los resultados utilizando tablas de 

frecuencias y porcentajes en la cual se determinó la influencia del procedimiento 

administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva al descargo que fundamenta 

el personal del Hospital de Ventanilla. 

4.7.2. Estadística inferencial. 

Fue planteada la chi-cuadrado permitiendo validar la hipótesis, que se ha propuesto 

en la investigación, así mismo analizando los expedientes, para demostrar los datos. 
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4.8. Aspectos éticos de la investigación. 

Para la recolección de datos en investigación, se mantiene la confidencialidad a través 

de instrumentos y análisis de resultados. Defiende los principios de respeto, beneficencia y 

equidad y se esfuerza por mantener la integridad de los profesionales de la investigación. Se 

utilizaron las siguientes normas éticas al utilizar las herramientas de recopilación de datos: 

 Anónimo: Se consideró la parte anónima para guardar la confidencialidad de los 

datos de los encuestados. 

 Privacidad: En cuanto a la aplicación de los instrumentos solo se utilizaron los 

datos para validar la hipótesis. 

 Consentimiento informado: Se tuvo en consideración la cantidad de la muestra. 
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CAPÍTULO V 

RESULTADOS 

5.1.Descripción de los resultados. 

Estos resultados se plantean en consideración de las hipótesis específicas y general 

que se formularon en la investigación y se procede a detallar de la siguiente manera: 

5.1.1. Primera Hipótesis Específica: El régimen de sanciones influye significativamente 

en la exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021. 

 

Tabla 1 

Las dimensiones: Régimen de sanciones y exposición de argumentos.  
  

Nivel 

Régimen de sanciones Exposición de argumentos 

Servidores Expedientes Servidores Expedientes 

f % F % f % f % 

Alto 18 90 7 88 19 95 8 100 

Bajo 2 10 1 12 1 5 0 0 

Total 20 100 8 100 20 100 8 100 

                      Fuente: Instrumentos 
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                Fuente: Tabla 1 

Gráfico 1 

Las dimensiones: Régimen de sanciones y exposición de argumentos.   

Interpretación: 

Se concluye, en la dimensión régimen de sanciones, en los servidores públicos se 

tiene el 90% en un nivel alto, con una frecuencia de 18 encuestados, así mismo el 10% en 

un nivel bajo, con una frecuencia de 2 encuestados. Referente a los expedientes se tiene el 

88% en un nivel alto, con una frecuencia de 7 observados, así mismo el 12% en un nivel 

bajo, con una frecuencia de 1 observado. En cuanto a la dimensión exposición de 

argumentos, se obtiene en los servidores el 95% en un nivel alto, con una frecuencia de 19 

encuestados, así mismo el 5% en el nivel bajo, con una frecuencia de 1 encuestado. Referente 

a los expedientes se tiene 100% en un nivel alto, con una frecuencia de 8 observados, así 

mismo el 0% en un nivel bajo, con una frecuencia de 0 observados. De esta manera se 

demuestra que se vulneran los derechos de los servidores públicos, porque no se aplica el 

artículo 139° incisos 3) y 5) de la Constitución Política del Perú, referente al régimen de 

sanciones y exposición de argumentos en las resoluciones de sanción disciplinaria del 

Hospital de Ventanilla. 

5.1.2. Segunda Hipótesis Específica: El régimen de sanciones influye significativamente 

en el ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal del Hospital 

de Ventanilla, 2021. 

Tabla 2 

Las dimensiones: Régimen de sanciones y ofrecimiento de pruebas.”   
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Nivel 

Régimen de sanciones ofrecimiento de pruebas 

Servidores Expedientes Servidores Expedientes 

f % F % f % f % 

Alto 19 95 8 100 18 90 7 88 

Bajo 1 5 0 0 2 10 1 12 

Total 20 100 8 100 20 100 8 100 

                      Fuente: Instrumentos 

 

                  Fuente: Tabla 2 

Gráfico 2 

Las dimensiones: Régimen de sanciones y ofrecimiento de pruebas.   

Interpretación: 

Se concluye, para la dimensión régimen de sanciones, en los servidores se tiene el 

95% en un nivel alto, con una frecuencia de 19 encuestados, así mismo el 5% en un nivel 

bajo, con una frecuencia de 1 encuestado. Referente a los expedientes se tiene el 100% en 

un nivel alto, con una frecuencia de 8 observados, así mismo el 0% en un nivel bajo, con una 

frecuencia de 0 observados. En cuanto a la dimensión ofrecimiento de pruebas, se obtiene 

en los servidores el 90% en un nivel alto, con una frecuencia de 18 encuestados, así mismo 

el 10% en el nivel bajo, con una frecuencia de 2 encuestados. Referente a los expedientes se 

tiene 88% en un nivel alto, con una frecuencia de 7 observados, así mismo el 12% en un 

nivel bajo, con una frecuencia de 1 observado. De esta manera se demuestra que se vulneran 

los derechos de los servidores públicos porque no se aplica el artículo 139° incisos 3) y 5) 

de la Constitución Política del Perú, referente al régimen de sanciones y ofrecimiento de 

pruebas en las resoluciones de sanción disciplinaria del Hospital de Ventanilla. 
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5.1.3. Tercera Hipótesis Específica: El procedimiento sancionador influye 

significativamente en la exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el 

personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

 

Tabla 3 

Las dimensiones: Procedimiento sancionador y exposición de argumentos. 

Nivel 

Procedimiento sancionador Exposición de argumentos 

Servidores Expedientes Servidores Expedientes 

F % F % f % f % 

Alto 17 85 7 88 18 90 7 88 

Bajo 3 15 1 12 2 10 1 12 

Total 20 100 8 100 20 100 8 100 

              Fuente: Instrumentos 

 

                  Fuente: Tabla 3 

Gráfico 3 

Las dimensiones: Procedimiento sancionador y exposición de argumentos.  

Interpretación: 

Se concluye, para la dimensión procedimiento sancionador, en los servidores se tiene 

el 85% en un nivel alto, con una frecuencia de 17 encuestados, así mismo el 15% en un nivel 
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bajo, con una frecuencia de 3 encuestados. Referente a los expedientes se tiene el 88% en un 

nivel alto, con una frecuencia de 7 observados, así mismo el 12% en un nivel bajo, con una 

frecuencia de 1 observado. En cuanto a la dimensión exposición de argumentos, se obtiene 

en los servidores el 90% en un nivel alto, con una frecuencia de 18 encuestados, así mismo 

el 10% en el nivel bajo, con una frecuencia de 2 encuestados. Referente a los expedientes se 

tiene 88% en un nivel alto, con una frecuencia de 7 observados, así mismo el 12% en un 

nivel bajo, con una frecuencia de 1 observado. De esta manera se demuestra que se vulneran 

los derechos de los servidores públicos porque no se aplica el artículo 139° incisos 3) y 5) 

de la Constitución Política del Perú, referente al procedimiento sancionador y exposición de 

argumentos en las resoluciones de sanción disciplinaria del Hospital de Ventanilla. 

5.1.4. Cuarta Hipótesis Específica: “El procedimiento sancionador influye 

significativamente en el ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el 

personal del Hospital de Ventanilla, 2021.” 

Tabla 4 

Las dimensiones: Procedimiento sancionador y ofrecimiento de pruebas. 

Nivel 

Procedimiento 

sancionador 

Ofrecimiento de pruebas 

Servidores Expedientes Servidores Expedientes 

F % F % f % f % 

Alto 19 95 8 100 18 90 7 88 

Bajo 1 5 0 0 2 10 1 12 

Total 20 100 8 100 20 100 8 100 

              Fuente: Instrumentos 
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                  Fuente: Tabla 4 

Gráfico 4 

Las dimensiones: Procedimiento sancionador y ofrecimiento de pruebas.  

Interpretación: 

Se concluye, para la dimensión procedimiento sancionador, en los servidores se tiene 

el 95% en un nivel alto, con una frecuencia de 19 encuestados, así mismo el 5% en un nivel 

bajo, con una frecuencia de 1 encuestado. Referente a los expedientes se tiene el 100% en 

un nivel alto, con una frecuencia de 8 observados, así mismo el 0% en un nivel bajo, con una 

frecuencia de 0 observados. En cuanto a la dimensión ofrecimiento de pruebas, se obtiene 

en los servidores el 90% en un nivel alto, con una frecuencia de 18 encuestados, así mismo 

el 10% en el nivel bajo, con una frecuencia de 2 encuestados. Referente a los expedientes se 

tiene 88% en un nivel alto, con una frecuencia de 7 observados, así mismo el 12% en un 

nivel bajo, con una frecuencia de 1 observado. De esta manera se demuestra que se vulneran 

los derechos de los servidores públicos porque no se aplica el artículo 139° incisos 3) y 5) 

de la Constitución Política del Perú, referente al procedimiento sancionador y ofrecimiento 

de pruebas en las resoluciones de sanción disciplinaria del Hospital de Ventanilla. 

5.1.5. Hipótesis General: El procedimiento administrativo disciplinario influye 

significativamente en la tutela administrativa efectiva en el descargo que fundamenta 

el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

Tabla 5 

Variables: Procedimiento administrativo disciplinario y tutela administrativa efectiva.”     

Nivel 

“Procedimiento 

administrativo disciplinario” 

“Tutela administrativa 

efectiva” 

Servidores Expedientes Servidores Expedientes 

f % f % f % F % 

Alto 18 90 8 100 19 95 8 100 

Bajo 2 10 0 0 1 5 0 0 

Total 20 100 8 100 20 100 8 100 

                     Fuente: Instrumentos 
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                  Fuente: Tabla 5 

Gráfico 5 

Variables: Procedimiento administrativo disciplinario y tutela administrativa efectiva.     

Interpretación: 

Se concluye, para la variable procedimiento administrativo disciplinario, en los 

servidores se tiene el 90% en un nivel alto, con una frecuencia de 18 encuestados, así mismo 

el 10% en un nivel bajo, con una frecuencia de 2 encuestados. Referente a los expedientes 

se tiene el 100% en un nivel alto, con una frecuencia de 8 observados, así mismo el 0% en 

un nivel bajo, con una frecuencia de 0 observados. En cuanto a la variable tutela 

administrativa efectiva, se obtiene en los servidores el 95% en un nivel alto, con una 

frecuencia de 19 encuestados, así mismo el 5% en el nivel bajo, con una frecuencia de 1 

encuestado. Referente a los expedientes se tiene 100% en un nivel alto, con una frecuencia 

de 8 observados, así mismo el 0% en un nivel bajo, con una frecuencia de 0 observados. De 

esta manera se demuestra que se vulneran los derechos de los servidores públicos porque no 

se aplica el artículo 139° incisos 3) y 5) de la Constitución Política del Perú, referente al 

procedimiento administrativo disciplinario y tutela administrativa efectiva en las 

resoluciones de sanción disciplinaria del Hospital de Ventanilla. 

5.2. Validación de hipótesis. 

5.2.1. Primera hipótesis específica. 

Hipótesis operacional. 

Ho: El régimen de sanciones no influye significativamente en la 

exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021.  
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Ho : X2 ≠X2 

Ha: El régimen de sanciones si influye significativamente en la exposición 

de argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital 

de Ventanilla, 2021. 

Ha : X2 = X2 

Tabla 6 

Las dimensiones: Régimen de sanciones y exposición de argumentos.   

Nivel S E S E TOTAL 

Alto  18 7 19 8 28 

Bajo  2 1 1 0 28 

TOTAL 20 8 20 8 28 

Ji cuadrada     44,2 

                   FUENTE: Instrumento 

a) Decisión estadística.  

Se obtuvo la ji cuadrada calculada mayor a la ji cuadrada teórica referente a las 

dimensiones: Régimen de sanciones y exposición de argumentos es 

(44,2>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha).” 

b)  Conclusión estadística. 

Concluimos que: El régimen de sanciones si influye significativamente en la 

exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021, porque ji cuadrada calculada es mayor a ji 

cuadrada teórica en las dimensiones: Régimen de sanciones y exposición de 

argumentos siendo (44,2>41,3). 

5.2.2. Segunda hipótesis específica. 

Hipótesis operacional. 

Ho: El régimen de sanciones no influye significativamente en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021. 

Ho : X2 ≠X2 
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Ha: El régimen de sanciones si influye significativamente en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021.  

Ha : X2 = X2 

Tabla 7 

Las dimensiones: “Régimen de sanciones y ofrecimiento de pruebas.”   

Nivel S E S E TOTAL 

Alto  19 8 18 7 28 

Bajo  1 0 2 1 28 

TOTAL 20 8 20 8 28 

Ji cuadrada     45,4 

                   FUENTE: Instrumento 

a) Decisión estadística.  

Se obtuvo la ji cuadrada calculada mayor a la ji cuadrada teórica referente a las 

dimensiones: Régimen de sanciones y ofrecimiento de pruebas es (45,4>41,3), 

en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis 

alterna (Ha).” 

b) Conclusión estadística. 

Concluimos que: El régimen de sanciones si influye significativamente en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021, porque la ji cuadrada calculada es mayor que ji 

cuadrada teórica en las dimensiones: Régimen de sanciones y ofrecimiento de 

pruebas siendo (45,4>41,3).” 

5.2.3. Tercera hipótesis específica. 

Hipótesis operacional. 

Ho: El procedimiento sancionador no influye significativamente en la 

exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021.  

Ho : X2 ≠X2 

Ha: El procedimiento sancionador si influye significativamente en la 

exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021.  

Ha : X2 = X2 
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Tabla 8 

Las dimensiones: “Procedimiento sancionador y exposición de argumentos.”  

Nivel S E S E TOTAL 

Alto  17 7 18 7 28 

Bajo  3 1 2 1 28 

TOTAL 20 8 20 8 28 

Ji cuadrada     46,2 

                   FUENTE: Instrumento 

a) Decisión estadística. 

“Se obtuvo la ji cuadrada calculada mayor a la ji cuadrada teórica referente a las 

dimensiones: Procedimiento sancionador y exposición de argumentos es 

(46,2>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha).” 

b) Conclusión estadística. 

Concluimos que: “El procedimiento sancionador si influye significativamente 

en la exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021, porque la ji cuadrada calculada es mayor que ji 

cuadrada teórica en las dimensiones: Procedimiento sancionador y exposición 

de argumentos siendo (46,2>41,3).” 

5.2.4. Cuarta hipótesis específica. 

Hipótesis operacional. 

Ho: El procedimiento sancionador no influye significativamente en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021.  

Ho : X2 ≠X2 

Ha: El procedimiento sancionador si influye significativamente en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal 

del Hospital de Ventanilla, 2021.  

Ha : X2 = X2 
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Tabla 9 

Las dimensiones: “Procedimiento sancionador y ofrecimiento de pruebas.”  

Nivel S E S E TOTAL 

Alto  19 8 18 7 28 

Bajo  1 0 2 1 28 

TOTAL 20 8 20 8 28 

Ji cuadrada     47,1 

                    FUENTE: Instrumento 

a) Decisión estadística.  

“Se obtuvo la ji cuadrada calculada mayor a la ji cuadrada teórica referente a las 

dimensiones: Procedimiento sancionador y ofrecimiento de pruebas es 

(47,1>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha).” 

b) Conclusión estadística. 

Concluimos que: “El procedimiento sancionador si influye significativamente 

en el ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta el personal del 

Hospital de Ventanilla, 2021, porque la ji cuadrada calculada es mayor que ji 

cuadrada teórica en las dimensiones: Procedimiento sancionador y 

ofrecimiento de pruebas siendo (47,1>41,3).” 

5.2.5. Contrastación de hipótesis general. 

Hipótesis operacional. 

Ho: El procedimiento administrativo disciplinario no influye 

significativamente en la tutela administrativa efectiva en el descargo 

que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

Ho : X2 ≠X2 

Ha: El procedimiento administrativo disciplinario si influye 

significativamente en la tutela administrativa efectiva en el descargo 

que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

Ha : X2 = X2 

 

Tabla 10 

Variables: “Procedimiento administrativo disciplinario y tutela administrativa efectiva.”     
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Nivel S E S E TOTAL 

Alto  18 8 19 8 28 

Bajo  2 0 1 0 28 

TOTAL 20 8 20 8 28 

Ji cuadrada     48,4 

            FUENTE: Instrumento 

a) Decisión estadística.  

“Se obtuvo la ji cuadrada calculada mayor a la ji cuadrada teórica referente a las 

variables: Procedimiento administrativo disciplinario y tutela administrativa 

efectiva es (48,4>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se 

acepta la hipótesis alterna (Ha).” 

b) Conclusión estadística. 

Concluimos que: El procedimiento administrativo disciplinario si influye 

significativamente en la tutela administrativa efectiva en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021, porque ji cuadrada 

calculada es mayor que ji cuadrada teórica en las variables: Procedimiento 

administrativo disciplinario y tutela administrativa efectiva es (48,4>41,3). 

5.2.6. Análisis de expedientes. 

Es importante efectuar el análisis e interpretación de los expedientes para 

describir y explicar cada variable de estudio siendo: 

 

CASO 1 

EXPEDIENTE: N° 004-2019-HV-

STPAD 

R.D. N° 033-2021-GRC/HV/DG 

 

RESUELVE: “Imponer la sanción de 

destitución, al ex servidor público, Luis 

Javier Nagatomy Rivas, quien prestó 

servicios a la entidad en el cargo en 

Especialista en Patrimonio, habiendo 

prestado servicios en el área de almacén, 

bajo el régimen laboral del Decreto 

Legislativo N° 1057, Contrato 

Administrativo de Servicios (CAS), por la 

comisión de la falta de carácter disciplinario 

establecida en el acápite f) del artículo 85 

de la ley 30057, ley del Servicio Civil, 

conforme a los fundamentos expuestos en la 

parte considerativa de la presente 

resolución, así mismo inhabilitar a cinco 

años al servicio civil de conformidad al 
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artículo 105° del reglamento general de la 

ley servicio civil, aprobado por el Decreto 

Supremo N° 040-2014-PCM.”          

ANÁLISIS 

Según el Artículo 91. Graduación de la 

sanción, los actos de las Entidades, que 

impongan sanciones disciplinarias a los 

servidores del Estado, deben estar 

debidamente motivados de modo expreso y 

claro, e identificando la relación entre los 

hechos, para subsumir a la falta 

disciplinaria; así como, los criterios para la 

aplicación de la sanción establecidos en la 

presente Ley. De igual manera, la sanción 

corresponde evaluar la magnitud de las 

faltas, de acuerdo a la gravedad del hecho. 

Su aplicación no es necesariamente 

continuada ni automática. En cada caso la 

administración pública (Entidad), debe 

contemplar no sólo la naturaleza de la 

infracción sino también los antecedentes del 

trabajador. Cabe precisar que no son de 

entorno disciplinario, los descuentos 

relacionados a las tardanzas e inasistencias, 

por lo que no eximen de responsabilidad 

para la imposición de la sanción 

disciplinaria. 

Al respecto se configura la falta 

administrativa disciplinaria, porque se 

sustentan con los medios de prueba del 

cargo de acuerdo a la ley 30057, porque 

hubo la necesidad de falsificar las firmas de 

requerimientos, así como las actas de 

conformidad de bienes en las denominadas 

Pecosas. 

INTERPRETACIÓN 

En “el presente proceso administrativo se 

observa que al sancionado no se le ha 

valorado el descargo de acuerdo a ley, 

porque se le considera como Jefe del 

Almacén Central, quien habría efectuado 

estos trámites administrativos falsificando 

los sellos y firmas, sólo se presume al haber 

efectuado una contrastación de las firmas en 

RENIEC y se manifiesta que las firmas no 

tienen similitud, se debió hacer pasar 

peritaje de grafotecnia para comprobar la 

falsificación y no solo presumir 

acogiéndose a la casación N° 258-

2015/ICA; por lo tanto, se contraviene el 

artículo 139 inciso 3) de la Constitución 

referente al debido proceso y tutela 

jurisdiccional y permite demostrar que 

existe un procedimiento administrativo 

disciplinario sin la tutela administrativa 

efectiva en el hospital de Ventanilla contra 

el sancionado.”  

  

CASO 2 

EXPEDIENTE: N° 001-2018-HV-

STPAD 

R.D. N° 0039-2021-GRC/HV/DG 

  

RESUELVE: Imponer la sanción de 

suspensión de 180 días, sin goce de 

remuneraciones, al servidor público Arturo 

Francisco Andrade Pajuelo, quien presta 

servicios a la entidad, en el cargo de Médico 

Nivel II, en el servicio de Gineco – 

obstétrico, bajo el régimen laboral aplicado 

suplementariamente al Decreto legislativo 

N° 276, Ley de Bases de la Carrera 

Administrativa y de Remuneraciones del 

sector Público, por la Comisión de la falta 

de carácter disciplinario establecida en el 

literal n) del art. 85 de la ley 30057, Ley del 

Servicio Civil conforme a los fundamentos 
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expuestos en la parte considerativa de la 

presente resolución.         

ANÁLISIS 

En el presente caso se sanciona al servidor 

porque habría abandonado su centro de 

trabajo para atender a los pacientes según 

informe 021-2018-GRC/HV/UA/SS del 9 

de marzo del 2018, siendo que, el 

responsable del área de seguridad, señala 

que dicho servidor procedió a salir a la 1:35 

am., cuando estaba de turno y no retornó al 

Hospital, así mismo existe hoja de reclamo 

en salud 0007126-000092 de fecha 12 de 

marzo del 2018; el descargo del médico 

señala que si estuvo en el hospital y que 

atendió a la difunta y que nunca le llamaron 

a su teléfono, pero se contradice porque de 

la queja, el hermano de la víctima señala 

que se comunicó por teléfono y le manifestó 

que de fiebre no va morir. Así mismo existe 

una declaración jurada notarial del personal 

de seguridad con firma falsa ya que el 

personal de seguridad se desiste de dicho 

documento y también en su descargo 

manifiesta que habría prescrito la sanción, 

pero se detalla que el plazo está vigente 

porque se declaró todo nulo, además existe 

la resolución de la sala plena N° 001-2020-

SERVIR/TSC del 22 de mayo del 2020 en 

la suspensión del proceso administrativo 

por la Covid-19.       

INTERPRETACIÓN 

En “el presente caso también no se ha 

efectuado una adecuada investigación para 

sancionar al servidor, porque no se 

demostró en donde estuvo después de que 

supuestamente salió del hospital a la 1: 35 

am., del mismo modo solo se presume que 

abandonó el trabajo y que por esas razones 

falleció una paciente, no se habría cumplido 

con el debido proceso y tutela 

jurisdiccional, porque se trata de sancionar 

sin establecer una adecuada defensa por el 

sancionado y que los medios probatorios no 

sustentan la falta grave del servidor para ser 

sancionado con suspensión de 180 días sin 

goce de  remuneraciones.”       

 

CASO 3 

EXPEDIENTE: 002-2021-HV-STPAD 

R.A. N° 063-2021-GRC/HV/UA 

 

RESUELVE: “Suspender a cuatro 

servidoras públicas por la comisión de la 

falta de carácter disciplinario establecido en 

el literal g) del artículo 85° de la ley 30057 

Ley del Servicio Civil a ciento ochenta días 

sin goce de remuneraciones y a doscientos 

días a tres trabajadoras públicas.”          

ANÁLISIS 

Los hechos se subsumen en el supuesto del 

hecho del consumo de alcohol en el centro 

laboral, al haber celebrado el cumpleaños 

de una de sus colegas en horas de trabajo en 

el establecimiento de emergencia covid, de 

acuerdo a las investigaciones se 

encontraron en una bolsa negra doce 

botellas de cerveza cuzqueña y que según la 

declaración de los testigos de seguridad 

solo manifiestan que ingresaron bolsas y 

INTERPRETACIÓN 

De “acuerdo a los medios probatorios solo 

se tienen las cámaras de video que no 

demuestran nada sobre la falta de las 

enfermeras, así mismo existe declaraciones 

del personal de seguridad que tampoco 

demuestra la falta grave, y no se valora 

jurídicamente la contestación de cada una 

de las siete enfermeras y licenciadas que 

participaron en la celebración del 

onomástico de su colega, existen 
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mochilas por el personal de enfermería, son 

estas las razones por las que son 

suspendidas con 180 y 200 días son goce de 

remuneraciones las enfermeras y 

licenciadas del mencionado hospital. 

fotografías de la bolsa negra con las botellas 

de cerveza pero no se sindica a quien le 

pertenece esa bolsa, existe una declaración 

donde se manifiesta que una de las 

enfermeras promueve este tipo de 

actividades en horas de trabajo y beben licor 

como vino o cerveza, pero no es suficiente 

porque solo causa duda y no certeza como 

exige el campo del derecho, tampoco existe 

algún medio probatorio como dosaje etílico 

para demostrar que han consumido bebidas 

alcohólicas. Por lo tanto, solo se presume la 

conducta contraviniendo el debido proceso 

y tutela administrativa de las servidoras 

públicas.”        
 

CASO 4 

EXPEDIENTE: 0007-2018-HV-UA-OP-

ST 

CARTA N° 002-2021-GRC 

 

RESUELVE 

Imponer “sanción de suspensión de siete 

días sin goce de remuneraciones, al servidor 

público Orlando Cristopher Bedoya 

Higinio, quien es personal nombrado como 

Técnico Administrativo I, bajo el régimen 

laboral del Decreto Legislativo 276, por la 

comisión de la falta de carácter disciplinario 

establecido, por remisión en el literal a) del 

artículo 85 de la Ley 30057, Ley del 

Servicio Civil.”      

ANÁLISIS 

El presenta caso se desarrolla porque el 

servidor público como personal 

administrativo no corrió traslado de la 

invitación de conciliación al procurador del 

Gobierno Regional del Callao, para que 

pueda ejercer la defensa de acuerdo a ley, 

sin embargo, el servidor no efectuó su 

descargo, solo se presume que al no 

contestar la mencionada sanción reconoce 

que no remitió el informe en el plazo 

establecido para la defensa.    

INTERPRETACIÓN 

Una vez más se demuestra la vulneración 

del debido proceso y tutela jurisdiccional, 

porque con los medios probatorios que se 

adjuntan no son suficientes para demostrar 

que existió una falta disciplinaria cometida 

por el servidor público, mucho menos no 

existe descargo alguno. 

 

CASO 5 

EXPEDIENTE: N° 0010-2019-HV-UA-

OP-STPAD 

CARTA N° 005-2021-GRC/DHV/UPE 

 

RESUELVE 

Imponer “sanción de suspensión de quince 

días sin goce de remuneraciones a la 

servidora pública Nancy Judit Mori 

Montoya, quien era personal contratado 

como Técnico Administrativo bajo el 

régimen laboral Decreto legislativo N° 

1057 (CAS), por la comisión de la falta de 

carácter disciplinario establecido en el 
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literal j) del artículo 85 de la Ley 30057, 

Ley del Servicio Civil, conforme a la parte 

considerativa de la carta.”    

ANÁLISIS 

Que, la servidora pública habría faltado 

siete días consecutivos de ausencias o 

inasistencias, se cuenta con los medios 

probatorios como son control de ingreso y 

salida del Hospital, informe del jefe de 

seguridad, rol de turno de la servidora, así 

mismo, se le ha notificado a su domicilio y 

correo electrónico la resolución de apertura 

de investigación disciplinaria, sin tener 

respuesta alguna.    

INTERPRETACIÓN 

En “el presente expediente se tiene que la 

servidora pública habría faltado a su centro 

laboral por más de siete días consecutivos 

sin justificación alguna, en la cual según la 

ley se debió aplicar de forma distinta sin 

sancionar. Sino debió ser: “Si tiene 

inasistencias injustificadas por tres días 

consecutivos es considerado abandono de 

trabajo. Si las ausencias son por más de 

cinco (5) días en un período de treinta (30) 

días calendario o más de quince (15) días en 

un período de ciento ochenta (180) días 

calendario, serán consideradas como falta 

grave, conforme se encuentra establecido 

en la Ley Servir”, por lo que, el empleador 

puede proceder al despido. Por lo tanto, se 

demuestra la inaplicación del debido 

proceso en la sanción disciplinaria.”  

 

CASO 6 

EXPEDIENTE: N° 0013-2019-HV-UA-

OP-STPAD 

CARTA N° 001-2021-GRC/DHV/UPE 

 

 

RESUELVE 

Imponer “sanción de suspensión de quince 

días (15), sin goce de remuneraciones a la 

servidora pública Wendy Yesenia Urbano 

Chávez, quien tenía el cargo de Técnico 

Administrativo I, bajo el régimen laboral 

Decreto legislativo N° 1057 (CAS), por la 

comisión de la falta de carácter disciplinario 

establecido en el literal j) del artículo 85 de 

la 30057, Ley del Servicio Civil.”       

ANÁLISIS 

Que, “a la servidora pública se le atribuye 

tener conocimiento que la omisión de 

acudir a su centro de labores los días 01, 04, 
05, 06, 07 y 08 del mes de marzo del 2019, 

acumulando un total de seis días de 

ausencias o inasistencias y no haber 

presentado justificación correspondiente, 

incurriría en la causal de falta disciplinaria 

de ausencias injustificadas por más de cinco 

(5) días no consecutivos en un periodo de 

treinta días (30) calendarios. 

En la respectiva investigación se tiene los 

respectivos informes de control de 

asistencia, informe del personal de 

seguridad, rol de turno, registro de 

INTERPRETACIÓN 

Se “demuestra que en el presente caso 

tampoco existe descargo alguno de la 

servidora pública sobre sus inasistencias 
injustificadas, en la cual se pueda acreditar 

la acción u omisión de incurrir en falta 

disciplinaria, aun se haya negado la persona 

a ser notificada con la carta de apertura de 

PAD, respectiva, toda vez, que en la carta 

de sanción no se detalla o describe las 

características del domicilio según 

establece el TUO de la Ley 27444, Ley del 

Procedimiento Administrativo General, son 

estas las razones que demuestra la 

vulneración a la tutela administrativa 

efectiva en las sanciones disciplinarias.”  
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marcación de asistencia y el contrato CAS, 

hecho que emite sanción disciplinaria. 
 

CASO 7 

EXPEDIENTE: 0023-2019-HV-UA-OP-

STPAD 

R.A. N° 077-2021-GRC/HV/UA  

 

RESUELVE 

Imponer “la sanción de suspensión de 

ciento veinte días, sin goce de 

remuneraciones, al servidor público 

nombrado, Jeico Argenis Valverde Perez, 

en el cargo de Técnico de Enfermería, en el 

servicio de Odontología, bajo el régimen 

laboral aplicado supletoriamente al Decreto 

Legislativo N° 276, Ley de Bases de la 

Carrera Administrativa y de 

Remuneraciones del Sector Público, por la 

comisión de la falta de carácter disciplinaria 

establecida en el literal c) del artículo 85 de 

la ley 30057, Ley del Servicio Civil.”      

ANÁLISIS 

En “el presente caso se le atribuye la falta 

por actos de violencia en agravio de su 

compañero de labor Daniel Guimaray 

Nieto, al propinarle un golpe de puño y 

como consecuencia de su acción, le produjo 

una herida en el pómulo derecho, cerca al 

ojo, incurriendo en falta administrativa por 

actos de violencia, hecho suscitado el 11 de 

marzo de 2019.” 

Existe un informe de la jefa de enfermería 

sobre los hechos, existe el descargo del 

servidor público, con estos medios 

probatorios se sanciona al servidor público.    

INTERPRETACIÓN 

Se “observa la carencia de los medios 

probatorios para ser sancionado el servidor 

público, contraviniendo el debido proceso y 

tutela administrativa efectiva, porque no se 

encuentra la denuncia del agraviado, 

declaración del agraviado, certificado 

médico de la agresión física para determinar 

la falta de acuerdo a ley, existe una 

deficiente motivación en la resolución 

administrativa.” 

 

CASO 8 

EXPEDIENTE: 070-2019-HV-UA-OP-

STPAD 

R.A. N° 017-2022-GRC/HV/UA 

 

RESUELVE 

Imponer “sanción de suspensión de siete 

días (7), sin goce de remuneraciones al 

servidor público nombrado Juan Julio 

Ambrosio Chanta, en el cargo de médico 

nivel II, en el servicio de pediatría bajo el 

régimen laboral, aplicado supletoriamente 

al Decreto Legislativo, Ley 276, Ley de 

Bases de la Carrera Administrativa y de 

Remuneraciones del Sector Público, por la 

comisión de la falta de carácter disciplinaria 

establecida en el literal d) del artículo 85 de 

la ley 30057, ley del servicio civil, 

conforme a los fundamentos expuestos en la 

parte considerativa en la resolución.” 

Imponer sanción de suspensión de siete días 

(7), sin goce de remuneraciones al servidor 
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público nombrado Luis Alejandro Del Pozo 

Carranza, en el cargo de médico nivel V, en 

el servicio de pediatría bajo el régimen 

laboral, aplicado supletoriamente al 

Decreto Legislativo, Ley 276, Ley de Bases 

de la Carrera Administrativa y de 

Remuneraciones del Sector Público, por la 

comisión de la falta de carácter disciplinaria 

establecida en el literal d) del artículo 85 de 

la Ley 30057, Ley del Servicio Civil, 

conforme a los fundamentos expuestos en la 

parte considerativa de presente resolución.        

ANÁLISIS 

En el presente caso se sanciona a los 

servidores públicos por haber efectuado una 

contratación deficiente, por haber incurrido 

en error de la fecha de los documentos de 

contratación, se le atribuye la negligencia 

en el desempeño de sus funciones al otorgar 

la buena pro a quien no cumplía con lo 

establecido por ley, al haber consignado 

datos erróneos en el acta N° 04.  

INTERPRETACIÓN 

Se “puede observar que en la sanción 

disciplinaria también se contraviene los 

derechos de los servidores al no haberse 

aplicado adecuadamente el debido proceso 

y tutela administrativa efectiva, donde se 

debió asesorar legalmente a los médicos 

pediatras con un asesor legal para que no 

cometan este error por desconocimiento de 

normas relacionadas a contrataciones y 

según sus descargos hacen conocer que se 

han preparado para ser médico y 

desconocen, del referido tema, guiándose y 

orientándose por la persona que trabaja en 

el área de logística, debiendo tenerse en 

consideración y accionar de acuerdo a ley.”   

 

5.3. Discusión de resultados. 

Primera hipótesis específica. 

“El régimen de sanciones influye significativamente en la exposición de argumentos 

en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021.” 

En el estudio se ha logrado el primer objetivo específico: Determinar la influencia 

del régimen de sanciones en la exposición de argumentos en el descargo que fundamenta el 

personal del Hospital de Ventanilla, 2021. Ya que ji cuadrada calculada es mayor que ji 

cuadrada teórica referente a las dimensiones: Régimen de sanciones y exposición de 

argumentos es (44,2>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha). Estos resultados se contrastan con el aporte de Díaz y Urzúa, (2018) 

quienes concluyen: Demuestra que los procesos administrativos vulneran los derechos de 

los sancionados al no cumplirse con legalidad el debido proceso y la tutela jurisdiccional 

administrativa porque las autoridades sancionadoras solo aplican la ley sin argumentar y 
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contrastar con los medios probatorios para identificar la conducta de trabajador y ser 

sancionado con legalidad.” 

Segunda hipótesis específica. 

“El régimen de sanciones influye significativamente en el ofrecimiento de pruebas en 

el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021.”  

“En la investigación se ha logrado el segundo objetivo específico: Determinar la 

influencia del régimen de sanciones en el ofrecimiento de pruebas en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. Ya que ji cuadrada calculada es 

mayor que ji cuadrada teórica en las dimensiones: Régimen de sanciones y ofrecimiento de 

pruebas es (45,4>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha). Estos resultados se contrastan con el aporte de Canosa, (2020) quien 

concluye: Que al aplicar las sanciones administrativas con legalidad se aplica el principio de 

imparcialidad, porque en el proceso administrativo se ha aplicado el debido proceso y tutela 

administrativa, dejando que el sancionado administrativo pueda proteger sus derechos a 

través de la defensa.” 

Tercera hipótesis específica. 

“El procedimiento sancionador influye significativamente en la exposición de 

argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021.”  

“En la investigación se ha logrado el tercer objetivo específico: Determinar la 

influencia del procedimiento sancionador en la exposición de argumentos en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. Ya que ji cuadrada calculada es 

mayor que ji cuadrada teórica en las dimensiones: Procedimiento sancionador y exposición 

de argumentos es (46,2>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta 

la hipótesis alterna (Ha). Estos resultados se contrastan con el aporte de Portilla, (2018) quien 

concluye: La violación del principio de derecho, que forma parte de la equidad del 

procedimiento administrativo disciplinario, sería improcedente para los empleados de los 

municipios amparados por el Decreto Legislativo N° 728 sobre el régimen de la acción 

privada en el presente caso disciplinario. La Ley de Servicio Civil es una ley cuyo objeto es 

unificar el régimen de funcionamiento de las instituciones del Estado en materia 

disciplinaria, tiende a unificar el tratamiento de todos los servidores públicos que prestan 

servicios a las instituciones del Estado, pero no presta atención a posibles características. . 

en servidores administrativos y personal entre los errores cometidos.”  

Cuarta hipótesis específica. 



85 
 

 

“El procedimiento sancionador influye significativamente en el ofrecimiento de 

pruebas en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021.”  

“En la investigación se ha logrado el cuarto objetivo específico: Determinar la 

influencia del procedimiento sancionador en el ofrecimiento de pruebas en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. Ya que ji cuadrada calculada es 

mayor que ji cuadrada teórica en las dimensiones: Procedimiento sancionador y ofrecimiento 

de pruebas es (47,1>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la 

hipótesis alterna (Ha). Estos resultados se contrastan con el aporte de Ramírez, (2018) quien 

concluye: Decreto N° 276 y su Reglamento No. En el marco de la 005-90-PCM, existen 

simultáneamente infracciones de la parte administrativa, que son declaradas como 

infracciones muy graves en el artículo 161, lo que significa destitución inmediata y están 

tipificadas como delito. Se amplió el delito de malversación de caudales públicos, según 

declaró a Luya-Lumud un tribunal unipersonal, causa número 125-2011, y se declaró juicio 

prematuro. circunstancias; si están vigentes al mismo tiempo privaciones judiciales y 

administrativas de derechos resultantes de un mismo hecho, ello será contrario al principio 

de non bis in idem, que establece que ninguna persona puede ser castigada dos veces por el 

mismo hecho; el caso debe ser resuelto, el caso administrativo se remite al poder judicial, y 

también eliminará las discrepancias entre los límites de rechazo administrativo y penal.”  

Hipótesis General. 

“El procedimiento administrativo disciplinario influye significativamente en la tutela 

administrativa efectiva en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021.” 

“En la investigación se ha logrado el objetivo general: Determinar la influencia del 

procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva al descargo 

que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. Ya que ji cuadrada calculada 

es mayor que ji cuadrada teórica en las variables: Procedimiento administrativo disciplinario 

y tutela administrativa efectiva es (48,4>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula 

(Ho) y se acepta la hipótesis alterna (Ha). Estos resultados se contrastan con el aporte de 

Espinoza, (2020) quien concluye: El procedimiento disciplinario utilizado por las 

autoridades investigadoras y sancionadoras con el apoyo de la secretaría técnica está 

directamente relacionado con las causales de nulidad de las resoluciones de incoación y/o 

sanción y con las causales de declaración de recursos de las resoluciones del Tribunal de la 

Función Pública Europea en vía administrativa. en segunda instancia. Según el 25% de los 

secretarios técnicos encuestados, los recursos contra las sanciones impuestas en los 
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procedimientos administrativos disciplinarios son muy efectivos y eficientes; no son eficaces 

según el 75% de las sentencias del Tribunal en la evaluación de la muestra en sentido 

contrario. La capacitación de los secretarios técnicos en procedimientos administrativos 

disciplinarios es ineficaz para el 38% de los encuestados. Asimismo, el 57,6% indicó que la 

capacitación de las estructuras de gestión de procesos administrativos fue ineficaz. Los 

resultados importantes muestran por qué las decisiones del Tribunal de la Función Pública 

de la UE favorecen en gran medida a los funcionarios sobre las instituciones públicas.” 

En este aspecto se han vulnerado los derechos del principio de legalidad, legitimidad 

y debido proceso al imponer sanciones al administrado, toda vez, que habiendo revisado y 

analizado las resoluciones de sanción emitidas por las autoridades de la entidad durante el 

año 2021, se advierte que transgredieron tales principios, no hubo fundamento jurídico para 

sancionar al servidor, no hubo una correcta valoración de hecho, al no efectuarse una 

adecuada subsunción a la falta imputada  para que sea subsumida en falta. 

Por lo expuesto, en la presente investigación no se han cumplido los principios dentro 

del procedimiento administrativo, porque se ha contravenido los derechos al debido proceso 

y tutela, porque las sanciones han sido efectuadas en el Hospital de Ventanilla se efectuaron 

con deficiencias en la motivación, sin argumentación jurídica, mucho menos se ha protegido 

al sancionado a la legítima defensa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CONCLUSIONES 
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1. Se “determinó la influencia del régimen de sanciones en la exposición de argumentos en 

el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, porque ji cuadrada 

calculada es mayor que ji cuadrada teórica referente siendo (44,2>41,3), en consecuencia, 

se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis alterna (Ha), demostrando que 

en las dimensiones régimen de sanciones y exposición de argumentos se contraviene el 

artículo 139 incisos 3 y 5 de la constitución en las resoluciones de sanción administrativa, 

porque se vulnera derechos laborales.” 

2. Se “determinó la influencia del régimen de sanciones en el ofrecimiento de pruebas en el 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, porque ji cuadrada 

calculada es mayor que ji cuadrada teórica siendo (45,4>41,3), en consecuencia, se 

rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis alterna (Ha), demostrando que en 

las dimensiones régimen de sanciones y ofrecimiento de pruebas se contraviene el artículo 

139 incisos 3 y 5 de la constitución en las resoluciones de sanción administrativa, porque 

se contraviene el derecho al desarrollo laboral.”  

3. Se “determinó la influencia del procedimiento sancionador en la exposición de 

argumentos en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, porque 

ji cuadrada calculada es mayor que ji cuadrada teórica siendo (46,2>41,3), en 

consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis alterna (Ha), 

demostrando que en las dimensiones procedimiento sancionador y exposición de 

argumentos se contraviene el artículo 139 incisos 3 y 5 de la constitución en las 

resoluciones de sanción administra, porque existe vulneración del derecho al trabajo.” 

4. Se “determinó la influencia del procedimiento sancionador en el ofrecimiento de pruebas 

en el descargo que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, porque ji cuadrada 

calculada es mayor que ji cuadrada teórica siendo (47,1>41,3), en consecuencia, se 

rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis alterna (Ha), demostrando que en 

las dimensiones procedimiento sancionador y ofrecimiento de pruebas se contraviene el 

artículo 139 incisos 3 y 5 de la constitución en las resoluciones de sanción administrativa, 

porque no se aplica el principio a la primacía de la realidad.”  

5. Se “determinó la influencia del procedimiento administrativo disciplinario en la tutela 

administrativa efectiva al descargo que fundamenta el personal del Hospital de 

Ventanilla, porque ji cuadrada calculada es mayor que ji cuadrada teórica siendo 

(48,4>41,3), en consecuencia, se rechaza la hipótesis nula (Ho) y se acepta la hipótesis 

alterna (Ha), demostrando que en las variables procedimiento administrativo disciplinario 
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y tutela administrativa efectiva se contraviene el artículo 139 incisos 3 y 5 de la 

constitución en las resoluciones de sanción administrativa, porque no se considera el 

principio protector en el ámbito laboral.”   
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RECOMENDACIONES 

 

1. Se recomienda aplicar adecuadamente la instrucción del procedimiento administrativo 

disciplinario en los servidores de salud, el personal asignado a las investigaciones debe 

tener un nivel de preparación en derecho administrativo, a efectos de realizar una 

correcta interpretación jurídica de las normas y sancionar acorde a ley.  

2. Se recomienda a las autoridades y/o entidades que aplican el procedimiento 

administrativo disciplinario como consecuencia de una infracción o falta disciplinaria 

por parte del personal de salud, se ajuste al principio de proporcionalidad para que no 

exista la vulneración de los derechos y deberes adquiridos en las labores que desarrollan 

de acuerdo a sus funciones cada trabajador público. 

3. Se recomienda que se debe utilizar los medios probatorios de manera útil, pertinente y 

conducente para aplicar las sanciones disciplinarias con legalidad y se logre de manera 

eficaz e inmediata correspondientes el procedimiento administrativo disciplinario 

amparada a la legalidad jurídica, con la finalidad de enmendar la conducta del personal 

de salud.  

4. Se recomienda lograr eficacia en lo que respecta al régimen disciplinario del personal 

de salud, es decir, se debe detallar de manera clara y precisa las conductas desarrolladas 

en los procedimientos disciplinarios al emitir las resoluciones, para conllevar a una 

correcta administración de justicia, en la administración pública. 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA DE LA INVESTIGACIÓN 

TITULO: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO Y TUTELA ADMINISTRATIVA EFECTIVA EN EL HOSPITAL 

DE VENTANILLA, 2021. 

PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS VARIABLES METODOLOGÍA 
PROBLEMA GENERAL 

  

¿Cómo influye el procedimiento administrativo 

disciplinario en la tutela administrativa efectiva del 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de 

Ventanilla, 2021? 

 

Problemas específicos: 

1. ¿Cómo influye el régimen de sanciones en la 

exposición de argumentos en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021? 

2. ¿Cómo influye el régimen de sanciones en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta 

el personal del Hospital de Ventanilla, 2021? 

3. ¿Cómo influye el procedimiento sancionador en la 

exposición de argumentos en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021? 

4. ¿Cómo influye el procedimiento sancionador en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta 

el personal del Hospital de Ventanilla, 2021? 

OBJETIVO GENERAL 

  

Determinar la influencia del procedimiento administrativo 

disciplinario en la tutela administrativa efectiva al descargo 

que fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

 

 

Objetivos Específicos 

1. Determinar la influencia del régimen de sanciones en 

la exposición de argumentos en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

2. Determinar la influencia del régimen de sanciones en 

el ofrecimiento de pruebas en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 

2021. 

3. Determinar la influencia del procedimiento 

sancionador en la exposición de argumentos en el 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de 

Ventanilla, 2021. 

4. Determinar la influencia del procedimiento 

sancionador en el ofrecimiento de pruebas en el 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de 

Ventanilla, 2021. 

  HIPÓTESIS GENERAL 

 

El procedimiento administrativo disciplinario influye 

significativamente en la tutela administrativa efectiva en el 

descargo que fundamenta el personal del Hospital de 

Ventanilla, 2021. 

 

Hipótesis específicas 

1. El régimen de sanciones influye significativamente en la 

exposición de argumentos en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

2. El régimen de sanciones influye significativamente en el 

ofrecimiento de pruebas en el descargo que fundamenta 

el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

3. El procedimiento sancionador influye significativamente 

en la exposición de argumentos en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

4. El procedimiento sancionador influye significativamente 

en el ofrecimiento de pruebas en el descargo que 

fundamenta el personal del Hospital de Ventanilla, 2021. 

 

Variable Independiente 
 

Procedimiento administrativo 
disciplinario  

 

Dimensiones 

 
• Régimen de sanciones  

• Procedimiento sancionador 

 

Variable Dependiente 

 
Tutela administrativa efectiva 

 

Dimensiones: 

 
• Exposición de argumentos  

• Ofrecimiento de pruebas  

 

ENFOQUE 

Cuantitativo 

TIPO 

Aplicada 

NIVEL  

Explicativo 

DISEÑO:  no experimental 

Explicativo  

                           O1 

 

M                         

 

                           O2 

POBLACIÓN: 

Treinta servidores y quince 

expedientes con procedimiento 

administrativo disciplinario del 

Hospital de Ventanilla 

MUESTRA: 

No probabilística  

veinte servidores y ocho 

expedientes con procedimiento 

administrativo disciplinario del 

Hospital de Ventanilla  

TÉCNICA DE 

RECOLECCIÓN DE 

INFORMACIÓN: 

Encuesta y Análisis documental 

INSTRUMENTO: 

Cuestionario y Guía de observación. 

PROCESAMIENTO 

Y ANÁLISIS: 

Se utilizó la versión SPSS última 

versión. 

ANEXO 1 
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MATRIZ DE OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 

 

VARIABLE Concepto DIMENSIONES INDICADORES 

Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Es la consecuencia jurídica por la comisión u 

omisión de funciones, las cuales se aplica a 

los servidores y funcionarios públicos de 

régimen laboral (CAS, 276, 728), previo 

proceso administrativo disciplinario. 

Régimen de 

sanciones  

 

 Sanciones 

 Amonestaciones 

 Suspensión y destitución 

 Graduación de la sanción 

 Autoridades 

Procedimiento 

sancionador  

 

 Procedimiento 

 Administrativo 

 Disciplinario 

 Prescripción 

 Medios Impugnatorios 

 Medida Cautelares 

 Medidas Correctivas 

 Registro de Sanciones 

VARIABLE Concepto DIMENSIONES INDICADORES 

Tutela 

administrativa 

efectiva 

 

Derecho que concede a los administrados 

derechos y garantías implícitos a un 

procedimiento regular y justo. Este principio 

derecho debe ser observado por la 

administración Pública en la tramitación de 

los procedimientos administrativos que 

conduzcan a la creación, modificación o 

extinción de un derecho o la imposición de 

una obligación o sanción. 

Exposición de 

argumentos  

 

 Petitorio 

 Fundamentos de hecho 

 Fundamentos de derecho 

 Adjunta jurisprudencias 

 Precedentes vinculantes 

Ofrecimiento de 

pruebas  

 

 Documentales 

 Testigos 

 Peritos 

 Científicos 

ANEXO 2 
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 MATRIZ DE OPERACIONALIZACIÓN DE INSTRUMENTO 

 

VARIABLE DIMENSIONES INDICADORES INSTRUMENTO 

Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Régimen de sanciones  

 

 Sanciones 

 Amonestaciones 

 Suspensión y destitución 

 Graduación de la sanción 

 Autoridades  

Cuestionario y  

Guía de Observación 

 

 Procedimiento sancionador  

 

 Procedimiento 

Administrativo 

 Disciplinario 

 Prescripción 

 Medios Impugnatorios 

 Medida Cautelares 

 Medidas Correctivas 

 Registró de Sanciones 

VARIABLE DIMENSIONES INDICADORES INSTRUMENTO 

Tutela 

administrativa 

efectiva 

 

Exposición de argumentos  

 

 Petitorio 

 Fundamentos de hecho 

 Fundamentos de derecho 

 Adjunta jurisprudencias 

 Precedentes vinculantes 
Cuestionario y  

Guía de Observación 

 
Ofrecimiento de pruebas  

 

 Documentales 

 Testigos 

 Peritos 

 Científicos 
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INSTRUMENTO(S) DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

CUESTIONARIO 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO  

INSTRUCCIONES: Marcar con un aspa (X) la respuesta que crea conveniente. 

Nº ÍTEMS SI NO 

Régimen de sanciones.   

1 Las sanciones están establecidas en el parámetro legal   

2 Existe antes del procedimiento administrativo sancionador una 

amonestación verbal o escrita. 
  

3 En la sanción disciplinaria al servidor público se le impone sanción 

de suspensión o destitución sin la legalidad jurídica. 
  

4 La autoridad responsable aplica la sanción disciplinaria con una 

determinada graduación de la sanción. 
  

5 La sanción disciplinaria es aplicada por la máxima autoridad de la 

entidad pública. 
  

Procedimiento sancionador   

6 La resolución del procedimiento administrativo disciplinario cumple 

con la ley 27444. 
  

7 La resolución del procedimiento administrativo disciplinario es 

cumplida por el servidor. 
  

8 La resolución del procedimiento administrativo disciplinario aplica la 

prescripción de la falta o gravedad del servidor. 
  

9 El servidor acciona con legalidad utilizando los medios 

impugnatorios en el procedimiento administrativo. 
  

10 En la resolución del procedimiento administrativo disciplinario se 

estipulan las medidas correctivas y se anotan en el registro de 

sanciones. 

  

 

BAREMO 

Alto nivel de procedimiento administrativo disciplinario 11 -20 

Bajo nivel de procedimiento administrativo disciplinario 1 - 10 
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INSTRUMENTO(S) DE RECOLECCIÓN DE DATOS 

CUESTIONARIO 

TUTELA ADMINISTRATIVA EFECTIVA 

INSTRUCCIONES: Marcar con un aspa (X) la respuesta que crea conveniente. 

Nº ÍTEMS SI NO 

Exposición de argumentos.   

1 En la contestación del servidor sancionado se identifica el petitorio 

con claridad. 
  

2 En la argumentación del servidor detalla los fundamentos de hecho 

según la ley. 
  

3 Se cumple con la argumentación jurídica con los fundamentos de 

derecho en la contestación del servidor.  
  

4 Considerar jurisprudencias para proteger los derechos del servidor.   

5 Se consigna precedentes vinculantes en la defensa del servidor.   

Ofrecimiento de pruebas.   

6 En la constatación a la sanción administrativa adjunta como pruebas 

documentales. 
  

7 Plantea como medios probatorios en su derecho a la defensa a 

testigos. 
  

8 De acuerdo a la gravedad de la sanción recurre a peritos para proteger 

el derecho a la defensa. 
  

9 Hace uso de medios científicos para demostrar su inocencia en el 

proceso disciplinario. 
  

10 En el proceso disciplinario está permitido ofrecer medios probatorios 

para demostrar la inocencia. 
  

  

BAREMO 

Alto nivel de tutela administrativa efectiva 11 -20 
Bajo nivel de tutela administrativa efectiva 1 – 10 
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GUÍA DE OBSERVACIÓN DE EXPEDIENTE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO Y TUTELA 

ADMINISTRATIVA EFECTIVA 

INSTRUCCIONES: Marcar con un aspa (X) la respuesta que crea conveniente. 

Nº ÍTEMS SI NO 

Régimen de sanciones.   

1 Las sanciones están establecidas en el parámetro legal.   

2 Existe antes del procedimiento administrativo sancionador una amonestación verbal 

o escrita. 

  

3 En la sanción disciplinara al servidor público se le impone sanción de suspensión o 

destitución sin la legalidad jurídica. 

  

4 La autoridad responsable aplica la sanción disciplinaria con una determinada 

graduación de la sanción. 

  

5 La sanción disciplinaria es aplicada por la máxima autoridad de la entidad pública.   

Procedimiento sancionador   

6 La resolución del procedimiento administrativo disciplinario cumple con la ley 

27444. 

  

7 La resolución del procedimiento administrativo disciplinario es cumplida por el 

servidor. 

  

8 La resolución del procedimiento administrativo disciplinario aplica la prescripción 

de la falta o gravedad del servidor. 

  

9 El servidor acciona con legalidad utilizando los medios impugnatorios en el 

procedimiento administrativo. 

  

10 En la resolución del procedimiento administrativo disciplinario se estipulan las 

medidas correctivas y se anotan en el registro de sanciones. 

  

Exposición de argumentos.   

11 En la contestación del servidor sancionado se identifica el petitorio con claridad.   

12 En la argumentación del servidor detalla los fundamentos de hecho según la ley.   

13 Se cumple con la argumentación jurídica con los fundamentos de derecho en la 

contestación del servidor.  

  

14 Considerar jurisprudencias para proteger los derechos del servidor.   

15 Se consigna precedentes vinculantes en la defensa del servidor.   

Ofrecimiento de pruebas.   

16 En la constatación a la sanción administrativa adjunta como pruebas documentales.   

17 Plantea como medios probatorios en su derecho a la defensa a testigos.   

18 De acuerdo a la gravedad de la sanción recurre a peritos para proteger el derecho a 

la defensa. 

  

19 Hace uso de medios científicos para demostrar su inocencia en el proceso 

disciplinario. 

  

20 En el proceso disciplinario está permitido ofrecer medios probatorios para demostrar 

la inocencia. 

  

BAREMO 

Alto procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva 21 - 40 
Bajo procedimiento administrativo disciplinario en la tutela administrativa efectiva 1 - 20 
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            CASO 1: EXP N° 004-2019 
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CASO 2: EXP N° 001-2018-HV-STPAD 
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CASO 3: EXP N° 002-2021-HV-STPAD 
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CASO 4: EXP N° 007-2018-HV-STPAD 
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CASO 5: EXP N° 010-2019-HV-STPAD 
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CASO 6: EXP N° 013-2019-HV-STPAD 
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CASO 7: EXP N° 023-2019-HV-STPAD 
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CASO 8: EXP N° 070-2019-HV-STPAD 
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